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I.  INTRODUCCIÓN

En el ámbito de las Haciendas locales el año 2017 ha destacado por el gran avance 
que ha tenido lugar en la esperada reforma de las Haciendas locales. Este avance se ma-
terializó en la constitución de una Comisión de expertos sobre la revisión del modelo de 
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financiación local por Acuerdo del Consejo de Ministros de 10 de febrero de 2017. El 
trabajo de la Comisión ha resultado en un informe, entregado al Ministro de Hacienda y 
Función Pública el 26 de julio de 2017. Este informe tiene un contenido amplio y trata 
de poner los cimientos para una próxima reestructuración de las Haciendas locales. Sin 
ánimo de ser exhaustivos, haremos una breve referencia a las principales propuestas que 
se plantean en relación con los distintos tributos locales.

En relación con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI), el Informe recomienda 
aumentar el ámbito del impuesto que puede ser configurado por los municipios, inclu-
yendo una ampliación de la horquilla para el establecimiento del tipo de gravamen por 
los municipios. En relación con los elementos para determinar la base imponible del 
IBI, el Informe propone la que la valoración de los inmuebles a efectos del impuesto se 
aproxime a su valor de mercado. Esta propuesta se complementa con la recomendación 
de que se adopte una Ley General de Valoración para homogeneizar los criterios de 
valoración de los inmuebles y con una mayor integración entre la gestión catastral y tri-
butaria. Además, se proponen nuevos recargos en casos de inmuebles que se beneficien 
del establecimiento de Áreas de Promoción Urbanas.

En el caso del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), en el Informe se apues-
ta por su mantenimiento como impuesto eminentemente censal, frente a otras propues-
tas encaminadas a su sustitución o eliminación. Sin perjuicio de ello, la Comisión de 
Expertos plantea la necesidad de redefinir su hecho imponible exigiendo la habitualidad 
y el ánimo de lucro como elementos de sujeción al IAE. Además, se propone ampliar el 
ámbito de sujetos que tributan efectivamente por el impuesto a través de volver a incluir 
a las personas físicas y reducir el umbral de la exención para personas jurídicas. En rela-
ción con los aspectos de cuantificación del IAE, se propone que los grandes comercia-
lizadores de servicios básicos tengan asignada cuota nacional y una simplificación en la 
determinación de la superficie afecta a la actividad económica, mientras que, en relación 
con su gestión, se propone revisar el sistema de gestión compartida del impuesto y una 
revisión periódica de las Tarifas e Instrucciones.

Por su parte, en relación con el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica 
(IVTM), se proponen nuevas exenciones para supuestos de gran invalidez o incapacidad 
permanente total o absoluta, así como la posibilidad de probar la no sujeción del vehí-
culo por su falta de aptitud para circular. En relación con los sujetos pasivos, se aboga 
por la configuración como contribuyente de los titulares efectivos de los vehículos, en 
lugar de los que figuren en el Registro, así como la asunción de la competencia sobre 
el impuesto del municipio en función del uso del vehículo. En relación con la cuanti-
ficación, se propone fijar una cuota fija y una cuota variable, en función de elementos 
medioambientales y la eliminación de la bonificación para los vehículos históricos o de 
antigüedad superior a veinticinco años.

En el Informe de la Comisión de Experto, el Impuesto sobre Construcciones, Insta-
laciones y Obras (ICIO) sufre una revisión menor comparada con la de otros tributos. 
En primer lugar, se propone replantear la relación entre el ICIO y las tasas urbanísticas, 
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excluyendo de la cuantificación de la última el coste de la obra para evitar duplicidades. 
Además, se proponen aclaraciones en la definición del hecho imponible del ICIO en 
relación con la inclusión de determinados contratos y actividades económicas, así como 
las obras ilegales. En relación con la gestión del impuesto, se plantea un sistema de au-
toliquidación con ingreso a cuenta a la concesión de la licencia y una autoliquidación 
final tras concluir la obra.

Frente a ello, en el caso del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana (IIVTNU), la Comisión propone su sustitución por un nuevo 
Impuesto sobre las Plusvalías Inmobiliarias, que gravaría las plusvalías generadas por la 
transmisión de inmuebles con independencia de su plazo de generación. Este impuesto 
trataría de gravar la plusvalía real, teniendo cierto carácter de impuesto a cuenta de los 
impuestos sobre la renta, de los que sería deducible. Para ello, se emplearían los valores 
reales de los inmuebles, aplicando correcciones para evitar el gravamen de incrementos 
de valor nominales. En relación con los aspectos de gestión, se plantea la eliminación de 
la figura del sustituto en el caso de contribuyentes no residentes y la consideración de las 
liquidaciones realizadas respecto de las herencias yacentes como ingresos a cuenta de la 
definitiva que se giraría a los adquirentes de los inmuebles.

En relación con las tasas por prestación de servicios o realización de actividades 
administrativas, la Comisión de Expertos plantea la clarificación de algunos extremos 
de la definición contenida en el art. 20 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales (TRLHL) relativos a la inclusión dentro de este concepto de los servicios pres-
tados a través de fórmulas indirectas, la determinación de qué servicios son considera-
dos imprescindibles para la vida privada o social del solicitante y el establecimiento de 
criterios geográficos para determinar si un servicio se presta o no de facto por el sector 
privado. Además, se plantea la sustitución del enfoque de equivalencia grupal por un 
enfoque individualizado en aquellos servicios que lo permitieran. Respecto de las tasas 
por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público, se proponen 
diversas opciones para su cuantificación. Además, se propone que deba emitirse el in-
forme técnico-económico también en casos de modificación sustancial de las tasas y la 
inclusión en el informe de mecanismos de medición del equilibrio entre ingresos y costes 
tras el establecimiento de las tasas.

Finalmente, en relación con otros ingresos, como son las contribuciones especiales y 
los precios públicos, el Informe realiza algunas propuestas menores. En relación con las 
contribuciones especiales, se propone que se excluyan de su cuantificación los costes de 
funcionamiento de algunas infraestructuras, como son las Áreas Comerciales Urbanas, 
que se podrían financiar a través de un recargo en el IBI. Por su parte, respecto de los 
precios públicos se propone únicamente que su establecimiento o modificación sustan-
cial vayan acompañados necesariamente de un informe técnico-económico.

Junto a este relevante hito en el devenir de las Haciendas locales, aunque 2017 
podría considerarse como un año de transición previo a que tenga lugar una reforma 
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estructural del sistema de financiación de las Haciendas locales, se han producido un 
buen número de avances en los ámbitos normativo y jurisprudencial en relación con 
los tributos locales. Destacan, por encima del resto, la STC 59/2017, de 11 de mayo, 
que declara la inconstitucionalidad de la sujeción en el Impuesto sobre el Incremento de 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana de las transmisiones que hubieran generado 
una minusvalía, la modificación del concepto de tasa con el objeto de excluir aquellos 
supuestos de servicios que no se presten directamente por las entidades locales, o la 
consideración de la exención en el ICIO a favor de la Iglesia católica, en determinados 
supuestos, como una Ayuda de Estado incompatible con el Derecho de la Unión Euro-
pea. Junto a estas novedades, en el presente informe recogemos los principales avances 
normativos, jurisprudenciales y doctrinales que han acaecido en el último año en mate-
ria de tributos locales.

II.  PRINCIPIOS DE ORDENACIÓN DE LAS HACIENDAS LOCALES

No se han producido grandes novedades en relación con los principios de suficiencia 
y autonomía de las Haciendas locales en 2017. Debemos destacar varias sentencias del 
Tribunal Constitucional (TC) en que se han planteado cuestiones relativas a la auto-
nomía financiera local en relación con algunos preceptos de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local (LRSAL). Se 
trata de las SSTC 44/2017, de 27 de abril, 93/2017, de 6 de julio, 101/2017, de 20 de 
julio y 107/2017, de 21 de septiembre. En los diversos recursos y conflictos planteados se 
impugnaban preceptos de la citada Ley 27/2013 que ya habían sido declarados contrarios 
a la Constitución anteriormente, por lo que los recursos habían perdido parcialmente su 
objeto de modo sobrevenido (vid. Anuario de Derecho Municipal 2016, pp. 262-263). 
Sin perjuicio de ello, se planteaban otros aspectos no analizados previamente por el TC.

Desde la perspectiva que aquí interesa, en la STC 44/2017 se examinó la posible 
vulneración de la autonomía local en relación con la DA 9.ª de la Ley Reguladora de 
las Bases de Régimen Local (LRBRL) al interferir en su sistema de organización como 
consecuencia del incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y soste-
nibilidad financiera. El TC niega que exista una vulneración al tratarse de consecuencias 
derivadas del incumplimiento de obligaciones. Además, se impugnaba el art. 218 del 
TRLHL por considerar que vulneraba la autonomía local a través del sistema de infor-
mación a distintos niveles en relación con la información derivada de la función fisca-
lizadora y la elevación de discrepancias con el presidente de la corporación municipal 
ante el «órgano de control competente por razón de la materia de la Administración que 
tenga atribuida la tutela financiera». El TC descarta que este precepto cree un sistema de 
tutelas sobre el presidente de la corporación local o el Pleno, negando la vulneración de 
la autonomía financiera.

En la STC 93/2017, además de algunos de los aspectos que acabamos de reseñar, se 
planteó la arbitrariedad de la DT 4.ª de la LRSAL al establecer un sistema para que las 
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entidades locales menores fueran suprimidas o transformadas en el caso de no presentar 
sus cuentas. El TC niega que dicho precepto sea arbitrario sobre la base la protección 
de intereses superiores. De modo similar, en la STC 101/2017 se plantea la posible 
vulneración por el art. 36.1 de la autonomía local en la medida en que se establece un 
sistema de seguimiento de los costes efectivos de los servicios municipales. El TC excluye 
esta vulneración al considerar que el sistema de seguimiento no afecta a la decisión del 
municipio sobre la organización de sus servicios.

Finalmente, en la STC 2017/2017, además de algunos aspectos ya examinados an-
teriormente, se planteaba que el art. 116 y la DA 9.ª de la LRBRL podían vulnerar la 
autonomía local a través de la invasión de un ámbito reservado para la Ley Orgánica. El 
TC descarta que se pueda plantear la lesión de la autonomía local a través de una vul-
neración del sistema de fuentes, sin perjuicio de que dicho aspecto haya sido resuelto en 
las SSTC 41/2016 y 111/2016 (vid. Anuario de Derecho Municipal 2016, pp. 262-263).

La doctrina, por su parte, ha llevado a cabo diversos estudios en relación con los 
principios de autonomía y suficiencia financiera local que merece la pena destacar: J. A. 
Sánchez Galiana, «Autonomía, suficiencia financiera y estabilidad presupuestaria en la 
Hacienda Local», Tributos locales, núm. 128, 2017, pp. 13-45; S. Bueno Mora, «Hacia 
una nueva fiscalidad municipal adecuada a las exigencias constitucionales e integrada en 
el sistema tributario estatal: el modelo alemán de corresponsabilidad fiscal», El consultor 
de los ayuntamientos y de los juzgados, núm. 12, 2017, pp. 1566-1579; A. de Diego Gó-
mez, «Relación entre el coste de los servicios y la planta local», Revista de Estudios de la 
Administración Local y Autonómica, núm. 8, 2017, pp. 128-146; o J. Granda García, 
La aportación del urbanismo al principio de suficiencia financiera municipal, Tesis docto-
ral, Universidad Complutense de Madrid, 2017.

III.  INGRESOS DE LAS HACIENDAS LOCALES

1.  Ingresos tributarios

1.1.  Impuestos

1.1.1.  Impuesto sobre Bienes Inmuebles

Durante el ejercicio 2017, no se han producido modificaciones legislativas relevan-
tes en el ámbito del IBI. Asimismo, a fecha de elaboración del presente informe, no se 
han aprobado los presupuestos generales del Estado para el año 2018. No obstante, el 
art. 1 del Real Decreto-ley 20/2017, de 29 de diciembre, por el que se prorrogan y aprue-
ban diversas medidas tributarias y otras medidas urgentes en materia social establece unos 
coeficientes de actualización de los valores catastrales de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el art. 32.2 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario (TRLCI). Se trata de 
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diferentes coeficientes aplicados en función del año de entrada en vigor de los valores 
catastrales aprobados mediante un procedimiento de valoración colectiva y que se apli-
can a los municipios que acreditan el cumplimiento de determinados requisitos legales 
y que se encuentran recogidos en la Orden HFP/885/2017, de 19 de septiembre, por la 
que se establece la relación de municipios a los que resultarán de aplicación los coeficientes 
de actualización de los valores catastrales que establezca la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para 2018.

Asimismo, debemos recordar que la DA 89 de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Pre-
supuestos Generales del Estado para el año 2017 (LPGE 2017) estableció una prórroga de 
la bonificación del 50 por 100 de las cuotas del IBI del ejercicio 2017 establecida por 
el art. 12 del Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se adoptan medidas 
urgentes para reparar los daños causados por los movimientos sísmicos acaecidos el 11 
de mayo de 2011 en Lorca, Murcia (vid. Anuario de Derecho Municipal 2016, p. 264). 
Como se ha expuesto, si bien no se ha aprobado la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2018, el Pleno del Ayuntamiento de Lorca de 29 de septiembre de 
2017 ha aprobado una moción conjunta de todos los grupos municipales para solicitar 
una prórroga, para el año 2018, de los beneficios fiscales concedidos a Lorca en la LPGE 
2017 (vid. Acta del Pleno del Ayuntamiento de Lorca, núm. 12, pp. 20-26).

En la misma línea que la bonificación anterior, deben destacarse los beneficios fisca-
les aprobados mediante el Real Decreto-ley 2/2017, de 27 de enero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para paliar los daños causados por los últimos temporales y Real Decreto-ley 
de 17 de marzo, por el que se amplía el ámbito de aplicación del Real Decreto-ley 2/2017, 
de 27 de enero, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los daños causados por 
los últimos temporales, para reparación de determinados daños del litoral de las provincias de 
Girona, Huelva, Baleares, Cádiz, Málaga y Granada durante el mes de febrero de 2017. Los 
citados Reales Decreto-ley tienen por objeto ampliar el ámbito de aplicación de las me-
didas adoptadas mediante el Acuerdo del Consejo de Ministros de 9 de diciembre de 2016 
por el que se declaran determinadas provincias zona afectada gravemente por una emergencia 
de protección civil, como consecuencia de inundaciones y pedrisco, y se adoptan medidas para 
reparar los daños causados y el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de diciembre de 2016 
por el que se declaran zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil, como 
consecuencia de las inundaciones acaecidas desde el día 17 de diciembre de 2016, las Co-
munidades Autónomas Valenciana, de la Región de Murcia y de Illes Balears y las provincias 
de Almería y Albacete, y se adoptan medidas para reparar los daños causados. Las medidas 
contenidas en dichos Acuerdos también son de aplicación a la Comunidad Valenciana, 
Illes Balears, Catalunya, la Región de Murcia y Albacete afectadas por los episodios de 
nevadas, lluvias, vientos y fenómenos costeros acaecidos entre el 15 y el 23 de enero de 
2017; a diversos municipios y núcleos de población afectados por los temporales del 
mes de febrero de 2017 situados en las provincias de Girona, Illes Balears, Huelva, Cá-
diz, Málaga y Granada y enumerados en el Anexo del Real Decreto-ley de 17 de marzo; 
así como «a otras situaciones de emergencia que puedan acaecer en cualquier parte del 
territorio nacional desde su entrada en vigor hasta la finalización del mes de junio de 
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2017». Por todo ello, el apartado 1 del art. 3 del mencionado Real Decreto-ley 2/2017 es-
tablece la concesión de una exención de las cuotas del IBI de viviendas, establecimientos 
industriales, turísticos, mercantiles, marítimo-pesqueros y profesionales, explotaciones 
agrarias y forestales, locales de trabajo y similares que resultaran dañados por los fenó-
menos anteriormente mencionados, produciéndose esa exención en el ejercicio en el que 
haya tenido lugar el siniestro (es decir, 2016 o 2017). Sin embargo, la citada exención 
solo será aplicable «cuando se acredite que tanto las personas como los bienes en ellos 
ubicados hayan tenido que ser objeto de realojamiento total o parcial en otras viviendas 
o locales diferentes hasta la reparación de los daños sufridos, o los destrozos en cosechas 
constituyan siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de aseguramiento público o 
privado».

Un aspecto tratado tanto por la jurisprudencia como por la doctrina son las exen-
ciones objetivas y subjetivas del IBI. En el plano jurisprudencial, la Sentencia del Tri-
bunal Superior de Justicia (TSJ) de Castilla y León (Sede en Valladolid) de 17 de marzo de 
2017 (rec. núm. 42/2017) argumenta que el Centro de Defensa contra el Fuego (CDF) 
se halla exento de IBI, pues realiza servicios de formación y educativos y, por tanto, se 
encuentra incluido en el concepto de servicios educativos. Asimismo, esta sentencia 
pone de manifiesto que no cabe solicitar anualmente dicha exención al ayuntamiento, 
sino que, una vez concedida dicha calificación, la misma se mantiene mientras no se 
modifique de forma material o formal su destino. En relación con la exención relativa 
a los servicios educativos, debemos mencionar a J. Calvo Vérgez, «La condición de 
sujeto pasivo obligado al pago del IBI y el alcance de aquellas exenciones del impuesto 
vinculadas a la educación», en M. D. Cebriá García (coord.), y F. Álvarez Arro-
yo (dir.), Haciendas locales y patrimonio histórico y cultural, Dykinson, Madrid, 2017, 
pp. 389-430.

Además, la exención del patrimonio histórico ha sido un tema recurrente durante 
el ejercicio 2017. En este sentido, la STSJ de las Islas Baleares de 17 de noviembre de 
2017 (rec. núm. 75/2016) concluye que dos bienes inmuebles declarados monumen-
tos histórico-artísticos y bienes de interés cultural no están exentos de IBI, pues en los 
mismos se desarrollan actividades económicas. Concretamente, los citados edificios se 
alquilaron como horno y como cafetería-restaurante, respectivamente, por lo que, a 
juicio de la Sala, el desarrollo de dichas actividades exceptúa la exención del IBI prevista 
para los bienes de interés cultural. En relación con la mencionada exención, debemos 
destacar los trabajos de J. Ramos Prieto, «EI IBI y el patrimonio histórico y cultural. 
Análisis de las exenciones del art. 62.2B) del TRLRHL», Tributos locales, núm. 130, 
2017, pp. 11-31; J. Ramos Prieto, «El impuesto sobre bienes inmuebles y el patrimo-
nio histórico y cultural. Análisis de las exenciones del art. 62.2.b) del texto refundido de 
la ley reguladora de las haciendas locales», en M. D. Cebriá García (coord.), y F. Álva-
rez Arroyo (dir.), Haciendas locales y patrimonio histórico y cultural, Dykinson, Madrid, 
2017, pp. 349-388; y Ó. del Amo Galán, «Beneficios fiscales en los tributos locales 
para los bienes integrantes del patrimonio histórico español», Carta tributaria. Revista 
de opinión, núm. 26, 2017, pp. 44-49.
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En el plano doctrinal, la Dirección General de Tributos (DGT) se ha pronunciado 
respecto de las bonificaciones a empresas promotoras y constructoras. Concretamente, 
la Consulta vinculante de la DGT núm. V3290/2017, de 27 de diciembre, considera que 
la bonificación prevista para la actividad desarrollada por las empresas de urbanización, 
construcción y promoción inmobiliaria (art. 73.1 del TRLHL) tiene carácter rogado y, 
por ende, los interesados deben solicitar su aplicación al ayuntamiento correspondiente 
antes del inicio de las obras. A lo que añade que, si no se solicita en ese momento, se 
pierde el derecho a su disfrute, ya que el TRLHL no prevé la posibilidad de que se soli-
cite esa exención con posterioridad al inicio de dichas obras.

Asimismo, diversos autores han publicado trabajos en relación con las exenciones 
y bonificaciones del IBI. Entre ellos, debemos destacar los trabajos de J. Pagès i Gal-
tés, «La exención en el IBI de los montes vecinales en mano común», Consultor de los 
ayuntamientos y de los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y 
justicia municipal, núm. 22, 2017, pp. 2677-2688; G. García Calle, «A vueltas con 
la exención del impuesto sobre bienes inmuebles de la Iglesia Católica», Consultor de 
los ayuntamientos y de los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y 
justicia municipal, núm. 11, 2017, pp. 1450-1463; J. Subirán Marcos, «Aplicación de 
Impuesto de Bienes Inmuebles a las confesiones religiosas», en C. Garcimartín (ed.), 
La financiación de la libertad religiosa: Actas del VIII Simposio Internacional de Derecho 
Concordatario, Comares, Granada, 2017, pp. 451-463; y Ó. del Amo Galán, «Bonifi-
cación en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles para las viviendas de protección oficial», 
Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 24, 2017, pp. 12-15; F. Pablos Mateos, «Las 
bonificaciones potestativas en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles», Tributos locales, 
núm. 131, 2017, pp. 17-36.

Por otro lado, la DGT se ha pronunciado respecto de la regularización catastral. 
Concretamente, la Consulta vinculante de la DGT núm. V36/2017, de 10 de octubre, con-
sidera que la regularización catastral de las modificaciones realizadas en un inmueble no 
declaradas produce la interrupción de la prescripción a efectos de notificar las notifica-
ciones complementarias del IBI. A este respecto, la DGT concluye que la notificación del 
procedimiento de regularización interrumpe la prescripción y, por ende, se inicia de nue-
vo el cómputo del plazo de cuatro años para que el ayuntamiento pueda liquidar el IBI.

Finalmente, debemos destacar diversos trabajos doctrinales publicados a lo largo 
del ejercicio 2017. Nos referimos a F. Pablos Mateos, «Reflexiones en torno al “IBI 
comercial”», Quincena fiscal, núm. 17, 2017, pp. 23-46; Á. J. del Blanco García, «El 
IBI y las ayudas de Estado: a la espera de la sentencia del Tribunal Supremo», Crónica 
tributaria, núm. extra 1, 2017, pp. 16-22; J. Pagès i Galtés y P. F. Navarro Fernán-
dez, «Aspectos dogmáticos de la aplicación del IBI en el ámbito portuario», Civitas. 
Revista española de derecho financiero, núm. 174, 2017, pp. 81-120; R. Falcón y Tella, 
«Las cláusulas sobre gastos fiscales y la competencia de la jurisdicción civil: el ejemplo 
del IBI», Quincena fiscal, núm. 9, 2017, pp. 13-18; Ó. del Amo Galán, «Cambio de 
sujeto pasivo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles en el supuesto de concesión adminis-
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trativa de un aparcamiento de residentes», Carta tributaria, núm. 32, 2017; J. Junceda 
Moreno, «Ordenanzas. Algunas causas de nulidad de las Ordenanzas Fiscales del IBI», 
La administración práctica: enciclopedia de administración municipal, núm. 10, 2017, 
pp. 65-75; M. Berger, «Insolvencia: Gravamen público sobre la propiedad inmobilia-
ria que garantiza la recaudación del impuesto sobre bienes inmuebles: TJ Sala Quinta, 
S. 26 octubre 2016», La Ley Unión Europea, núm. 44, 2017; y F. García Berro, «La 
controvertida caracterización del adquirente en relación con el IBI del año en curso», en 
F. García Berro, La delimitación de los elementos esenciales del tributo ante el impacto de 
las reformas legales, Aranzadi, Pamplona, 2017, pp. 361-378.

1.1.2.  Impuesto sobre Actividades Económicas

Al igual que en el caso del IBI, no se han aprobado en 2017 novedades normativas 
de relevancia en el ámbito del IAE. Como todos los años, la LPGE 2017 ha incluido los 
diversos acontecimientos que van a ser considerados como de excepcional interés públi-
co a efectos de la aplicación de los incentivos previstos en el art. 27.3 de la Ley 49/2002, 
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al me-
cenazgo. La relación de estos acontecimientos se encuentra en las DDAA 59 a 87 de 
la LPGE 2017. Por otro lado, el mencionado Real Decreto-ley 2/2017 ha establecido 
reducciones en el IAE en determinadas zonas geográficas afectadas por temporales. En 
relación con aspectos de gestión recaudatoria, la Resolución de 19 de junio de 2017, del 
Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, vino a 
modificar el plazo de ingreso en periodo voluntario de los recibos del IAE del ejercicio 
2017 relativos a las cuotas nacionales y provinciales. Finalmente, se publicaron dos Ór-
denes Ministeriales relativas a la delegación de la gestión censal y la inspección del IAE 
por parte de algunos municipios (vid. Orden HFP/1286/2017 y Orden HFP/1287/2017, 
respectivamente).

En el ámbito judicial, cumple destacar algunas sentencias de nuestro Tribunal Su-
premo (TS) relativas a este impuesto. En primer lugar, en la STS de 18 de diciembre 
de 2017 (rec. núm. 36/2016), se anula una liquidación del impuesto a un centro co-
mercial en la cual se había incluido una superficie computable superior a la declarada 
sobre la base de que la Inspección había constatado la existencia de locales integrados 
en el centro y con puertas de acceso únicas a disposición de la empresa. El TS anula 
dicha liquidación excluyendo la incorporación de la superficie de aquellas zonas en que 
no se acredite la existencia de un título que otorgue al centro comercial el derecho a su 
uso o utilización. De este modo se fija como criterio interpretativo sobre la interpreta-
ción del epígrafe 661.2 (comercio en hipermercados) que «las superficies que han de 
ser computadas para el cálculo de las cuotas de este grupo, no podrán incluir las zonas 
ocupadas por terceros, [...], si este sujeto pasivo carece de título alguno para otorgar por 
sí solo a un tercero el uso o la utilización de esas zonas». Por otro lado, el TS ha tenido 
la oportunidad de pronunciarse acerca de la compatibilidad del Impuesto extremeño 
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sobre Instalaciones que incidan en el Medio Ambiente y el IAE en varias sentencias que 
resuelven recursos planteados por una empresa suministradora de energía (SSTS de 2 de 
febrero de 2017, rec. núm. 1644/2016; de 27 de julio de 2017, rec. núm. 1904/2016; y de 
13 de febrero de 2017, rec. núm. 3558/2015). Entre los distintos aspectos que se plantean 
en los recursos, se incluye el relativo a la posible colisión entre el impuesto extremeño y 
el IAE y la consecuente vulneración del art. 6.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de Financia-
ción de las Comunidades Autónomas. El TS niega la supuesta vulneración del precepto 
referido sobre la base de la doctrina emanada en la STC 22/2015, de 16 de febrero (vid. 
Anuario de Derecho Municipal 2015, pp. 275-276), desestimando en relación con este 
argumento los recursos interpuestos.

En relación con la jurisprudencia de nuestros TSJ, únicamente debe destacarse la 
STSJ de la Comunidad Valenciana de 20 de octubre de 2017 (rec. núm. 364/2017), en que 
se plantea la incorrección en la determinación de la superficie computable a la actividad 
desarrollada por una Unión Temporal de Empresas (UTE) dedicada al abastecimien-
to de aguas en relación con tres extremos: la inclusión de la superficie de las estaciones 
depuradoras de una entidad participantes, de la superficie de las explotaciones donde se 
desarrollaba la actividad de captación de aguas, las redes de suministro y demás instala-
ciones afectas a la distribución de agua, y las plantas de tratamiento de las mismas y la 
aplicación del coeficiente de ponderación del 1,35 del art. 86 del TRLHL a la UTE. El 
TSJ acepta todos los motivos planteados en la medida en que la UTE no tenía disponi-
bilidad jurídica y material sobre las estaciones depuradoras y era titular de un contrato 
administrativo de prestación de servicios y no de una concesión administrativa; la no 
consideración como locales de las redes de suministro conforme a la Regla 6.ª [letras a) 
y d)] de la Instrucción del IAE (Real Decreto Legislativo 1175/1990) y que no se podía 
alcanzar el importe de cifra de negocio previsto en el art. 86 del TRLHL para la apli-
cación del coeficiente de ponderación al no haber existido sucesión en la explotación al 
tratarse de una UTE.

En el ámbito económico-administrativo son muy relevantes dos resolucio-
nes del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) de 26 de enero de 2017 
(RG 00/02618/2016 y 00/02617/2016). En estas resoluciones el TEAC establece como 
criterio, de acuerdo con el art. 3 de la Orden ministerial HAC/2572/2003, que la pre-
sentación del modelo 840 de declaración del IAE se podrá realizar, a elección del con-
tribuyente, por vía telemática o mediante la presentación del impreso correspondiente.

Por su parte, la DGT ha evacuado varias consultas relativas al IAE en 2017 con cier-
to interés. En primer lugar, merece la pena destacar las respuestas a Consultas Vinculantes 
núm. V0091-17, de 19 de enero de 2017, y núm. V0903-17, de 11 de abril de 2017, en 
que se plantea la sujeción al IAE de los servicios prestados por los socios profesionales a 
sus sociedades tras la modificación del art. 27 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas (IRPF), operada por la Ley 26/2014. La Dirección General 
de Tributos excluye que la prestación de estos servicios se pueda considerar como una 
actividad económica sujeta en la medida en que no existe una ordenación de medios 
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por cuenta del socio profesional. Junto a ello, en la respuesta a Consulta Vinculante 
núm. V2492-17, de 4 de octubre de 2017, se plantea la tributación en el IAE de una 
persona física titular de un modelo de utilidad registrado que se plantea su cesión a una 
empresa por la que percibirá cánones. La DGT considera dicha actividad sujeta al IAE 
y entiende que debe clasificarse en el «grupo 859 de la sección primera de las Tarifas, 
“Alquiler de otros bienes muebles n.c.o.p. (sin personal permanente)”, siempre y cuando 
la mencionada actividad se realice sin prestar adicionalmente servicios ni vender ningún 
tipo de producto, comprendiendo la cesión, exclusivamente, del derecho a explotar el 
modelo de utilidad objeto de la misma».

Por último, en lo que respecta a la actividad de la doctrina, cumple destacar dos 
trabajos relativos a este impuesto: Ó. del Amo Galán, «Grupos de sociedades en el 
Impuesto sobre Actividades Económicas», Carta Tributaria, núm. 23, 2017, pp. 42-46; 
y J. D. Sánchez Manzano, «Aspectos de la tributación cualificada inherente a las ope-
raciones de reestructuración empresarial desconectados del juego del régimen especial 
de la reestructuración. Particular mención al Impuesto sobre Actividades Económicas», 
Gaceta Fiscal, núm. 376, 2017, pp. 75-98.

1.1.3.  Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica

En relación con el IVTM no se han producido cambios normativos en 2017. Tam-
poco la actividad de nuestros tribunales en relación con este impuesto ha sido especial-
mente intensa. En este sentido únicamente merece la pena reseñar dos sentencias de 
nuestros TSJ.

En primer lugar, la STSJ de Madrid de 15 de febrero de 2017 (rec. núm. 119/2015) 
examina, entre otras, la legalidad del requisito de «figurar al corriente del pago» del 
IVTM exigido en el art. 64.1 de la Ordenanza de Movilidad para la Ciudad de Madrid 
para la concesión de las autorizaciones de estacionamiento para residentes. En el supues-
to de hecho, un particular que era titular de un vehículo en régimen de renting no podía 
acceder a la autorización de estacionamiento como residente al ser la empresa propietaria 
del vehículo residente fuera del municipio de Madrid. El TSJ considera la alegación 
formulada de desviación de poder teniendo en cuenta el precedente de la STS de 13 de 
julio de 1987. De este modo, el TSJ procede a anular el inciso que requería encontrarse 
al corriente del pago del IVTM para obtener la autorización de estacionamiento como 
residente.

Por su parte, la STSJ de Galicia de 22 de noviembre de 2017 (rec. núm. 15020/2017) 
analiza la legalidad de los requisitos establecidos en una Ordenanza fiscal para la apli-
cación de la exención prevista en el art. 93.1.e) del TRLHL. Dicho precepto regula la 
exención de los vehículos adaptados para personas de movilidad reducida y la exención 
de los vehículos matriculados a nombre de personas con movilidad reducida para su uso 
exclusivo. El ayuntamiento cuya Ordenanza se recurría exigía el cumplimiento de unos 
requisitos para la aplicación de ambas exenciones que implicaban la necesidad de su 
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aplicación simultánea. El TSJ interpreta que ambas exenciones son individualizables por 
su distinta naturaleza (una exención objetiva y una exención subjetiva, respectivamente), 
por lo que anula los requisitos de cumplimiento simultáneo de ambas condiciones para 
la aplicación de las citadas exenciones.

1.1.4.  Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras

A pesar de la ausencia de novedades normativas, durante 2017, el ICIO ha tenido 
notable relevancia en un ámbito distinto del de las Haciendas locales en sentido estricto. 
El 27 de junio de 2017, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) declaraba 
en el asunto C-74/16 (Congregación de Escuelas Pías Provincia Betania) que la extensión 
de exención en el ICIO a los inmuebles de la Iglesia católica con independencia de la 
naturaleza de las actividades a las que dichos inmuebles estuvieran destinados puede 
constituir una Ayuda de Estado en el sentido del art 107 del Tratado de Funcionamien-
to de la Unión Europea. Esta sentencia ha tenido un elevado impacto en la doctrina, 
publicándose numerosos trabajos sobre la misma, como son los de: B. Pérez Berna-
beu, «La exención en el ICIO a favor de la Iglesia católica como ayuda de Estado. La 
cuestionable base jurídica utilizada por el TJUE en su pronunciamiento», Crónica tribu-
taria, núm. 165, 2017, pp. 101-126; E. Herrera Ceballos, «La exención del “ICIO” 
a la Iglesia católica: problemática jurídica de su encaje en el Acuerdo sobre Asuntos 
Económicos de 1979», en C. Garcimartín, La financiación de la libertad religiosa: Ac-
tas del VIII Simposio Internacional de Derecho Concordatario, Comares, Granada, 2017, 
pp. 353-364; Ó. del Amo Galán, «Estudio de la Sentencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea sobre ayuda de Estado en la exención del ICIO para la Iglesia Cató-
lica», Carta tributaria, núms. 29-30, 2017; M. D. Cebriá García, «La exención en el 
ICIO de la Iglesia Católica en el estado español y la prohibición de ayudas de estado 
del derecho de la Unión Europea», Revista General de Derecho Canónico y Derecho Ecle-
siástico del Estado, núm. 45, 2017; A. García Moreno, «La exención subjetiva de la 
Iglesia católica en el ICIO y las Ayudas de Estado», Carta tributaria, núm. 31, 2017; o 
A. Torres Gutiérrez, «Las exenciones en el ICIO de la Iglesia Católica y su posible in-
compatibilidad con la normativa europea sobre ayudas de Estado, a raíz de la Sentencia 
del TJUE de 27 de junio de 2017», Revista de derecho de la competencia y la distribución, 
núm. 21, 2017.

En el ámbito estrictamente nacional, debe destacarse la Sentencia de la Audiencia 
Nacional (AN) de 30 de marzo de 2017 (rec. núm. 115/2015) en que se resuelve una 
reclamación de un sustituto de abono por parte del titular de una obra del importe 
satisfecho tras una liquidación derivada de una inspección del ICIO. Dicha liquidación 
se había recurrido en vía contencioso-administrativa y se estaba pendiente de sentencia. 
La AN afirma que el sustituto tiene derecho a reclamar el importe abonado al contribu-
yente, el cual le sucederá en su posición procesal en relación con la reclamación contra 
la liquidación girada por la Inspección. También tiene interés en relación con la clarifi-
cación de los supuestos de sujeción la STSJ de Madrid de 15 de diciembre de 2017 (rec. 
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núm. 72/2017), en que se alegaba por parte de una empresa adjudicataria de una obra 
de viviendas de protección social promovidas por un ayuntamiento a través de una em-
presa municipal que no se había realizado el hecho imponible por no haberse solicitado 
licencia. La empresa resultó adjudicataria tras no haber finalizado la obra la anterior ad-
judicataria por motivos económicos, de modo que no se exigió la solicitud de licencia. El 
TSJ recuerda la doctrina del TS (STS de 3 de marzo de 2004, rec. núm. 11127/1998) en 
relación con supuestos como el analizado excluyendo que la no exigibilidad de solicitud 
de licencia en estos casos pueda excluir la realización del hecho imponible del ICIO toda 
vez que debe entenderse dicha solicitud subsumida dentro del trámite de autorización 
del proyecto correspondiente.

Finalmente, además de las aportaciones referidas anteriormente, debe hacerse refe-
rencia a otros trabajos de interés en el ámbito de este impuesto: C. García Novoa, «La 
doctrina del Tribunal Supremo en relación con la base imponible del ICIO y su aplica-
ción a la cuestión del carácter vinculante de la liquidación provisional (a propósito del 
Auto del Tribunal Supremo de 3 de noviembre de 2016)», Tributos locales, núm. 130, 
2017, pp. 71-81; y M. Á. Pescador Sánchez, «Sobre la inclusión del coste de ad-
quisición de la maquinaria industrial en la base imponible del ICIO» Tributos locales, 
núm. 132, 2017, pp. 85-108.

1.1.5.  Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana

La normativa del IIVTNU se ha visto afectada en 2017 por la DA 88 de la Ley 3/2017, 
de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017, que mantuvo la bo-
nificación del 50 por 100 de las cuotas del IIVTNU para las transmisiones de los bienes 
inmuebles recogidos en el art. 12.1 del Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el 
que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por los movimientos 
sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 2011 en Lorca, Murcia (vid. Anuario de Derecho 
Municipal 2016, p. 273). Nuevamente, como ya ocurre respecto del IBI, aunque a fecha 
de elaboración del presente informe no se ha promulgado la Ley de Presupuestos Gene-
rales del Estado para el año 2018, el Pleno del Ayuntamiento de Lorca de 29 de septiem-
bre de 2017 ha aprobado una moción conjunta de todos los grupos municipales para 
solicitar una prórroga, para el año 2018, de los beneficios fiscales concedidos a Lorca en 
la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2017.

No obstante, pese a que la normativa del IIVTNU no ha experimentado modifica-
ciones significativas durante el año 2017, dicha normativa se ha visto claramente afecta-
da por la STC núm. 59/2017, de 11 de mayo. Esta sentencia declara la inconstitucionali-
dad de la regulación estatal del IIVTNU contenida en los arts. 107.1, 107.2.a) y 110.4 
del TRLHL, en la medida en la que permite gravar situaciones inexpresivas de capacidad 
económica por inexistencia de incremento de valor. En este sentido, la configuración del 
tributo examinada no exige la existencia de incremento de valor, lo que permite gravar, 
de forma automática, la transmisión de unos terrenos por su mera tenencia. Esta senten-
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cia fue precedida por las SSTC núm. 26/2017, de 16 de febrero, y núm. 37/2017, de 1 de 
marzo, que enjuiciaron la normativa del IIVTNU en los territorios forales de Guipúzcoa 
y Álava, respectivamente. En la Sentencia 59/2017, de 11 de mayo, el TC determina 
que el legislador, haciendo uso de su libertad de configuración normativa, debe proceder 
a reformar el TRLHL, sin que, durante el ejercicio 2017, se haya producido ninguna 
modificación de esa normativa estatal. Por ello, no es de extrañar que hayan surgido di-
versas dudas interpretativas en relación con la exacción del citado tributo mientras no se 
produzca dicha modificación. De hecho, el propio TS, mediante Auto de 23 de noviem-
bre de 2017 (rec. núm. 4789/2017), ha admitido a trámite un recurso de casación que 
tiene como objeto la formación de jurisprudencia relativa a si, como consecuencia de la 
citada STC, procede o no la anulación de las liquidaciones del IIVTNU en transmisio-
nes que ponen de manifiesto minusvalías. No obstante, por el momento, debemos tener 
en cuenta que la STS de 27 de junio de 2017 (rec. núm. 3216/2015) desestima un recur-
so de casación en interés de ley. En este caso, la Administración recurrente pedía que se 
fijara como doctrina legal la existencia de una presunción iuris et de iure respecto del in-
cremento de valor de los terrenos a efectos del IIVTNU, sin tener en cuenta la ganancia 
o la pérdida patrimonial real, y, por tanto, que, en todo caso, dicho impuesto se liquida 
conforme al art. 107 del TRLHL. El TS considera que esa interpretación es contraria 
a la realizada por el TC en sus sentencias, por lo que desestima el recurso interpuesto.

Por tanto, al no aprobarse una modificación normativa, no es de extrañar que los 
juzgados y tribunales mantengan posturas diversas. De hecho, algunas de estas senten-
cias surgieron con anterioridad a la STC núm. 59/2017, de 11 de mayo. Por ejemplo, 
podemos hacer referencia a la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
(JCA) núm. 1 de Burgos, de 29 de marzo de 2017 (rec. núm. 188/2016), que anuló una 
liquidación el IIVTNU girada en un supuesto en el que la transmisión no originó nin-
gún incremento de valor, todo ello en base a la previsible declaración de inconstitucio-
nalidad de la normativa estatal en vista de los pronunciamientos relativos a Guipúzcoa 
y Álava. Otra sentencia interesante es la SJCA núm. 3 de León, de 20 de junio de 2017 
(rec. núm. 337/2015), que anula una liquidación del IIVTNU en base a la inexistencia 
de un incremento de valor, que quedó probada mediante un informe de una sociedad 
de tasación y la comparecencia de un agente inmobiliario. Esta sentencia ha sido objeto 
de estudio en D. Casas Agudo, «Interpretaciones e incertidumbres de la jurisdicción 
ordinaria a raíz de la reciente doctrina constitucional sobre el IIVTNU. Análisis de la 
sentencia de 20 de junio de 2017 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 3 
de León (Sentencia núm. 118/2017. Recurso contencioso-administrativo 337/2015)», 
Nueva fiscalidad, núm. 3, 2017, pp. 237-248.

Una sentencia relevante en este aspecto es la STSJ de Madrid de 19 de julio de 2017 
(rec. núm. 783/2016). En este caso, la Sala argumenta que no es exigible el IIVTNU 
mientras el legislador no determine los parámetros necesarios para determinar la exis-
tencia de incremento de valor y, por ende, su exigibilidad. Esta sentencia es objeto de 
análisis en N. Teixidor Martínez, «No puede exigirse el IIVTNU hasta que el legis-
lador determine los parámetros de su exigibilidad [Análisis de la STSJ de Madrid de 19 
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de julio de 2017 (rec. núm. 783/2016)]», Estudios financieros. Revista de contabilidad 
y tributación: Comentarios, casos prácticos, núm. 415, 2017, pp. 159-166. En la mis-
ma línea, se pronuncian la STSJ de Castilla y León (sede en Burgos) de 22 de septiem-
bre de 2017 (rec. núm. 21/2017) y la STSJ de la Comunidad Valenciana de 24 de octubre 
de 2017 (rec. núm. 61/2016).

Un debate relevante ha sido la carga de la prueba relativa a la existencia de mi-
nusvalía. A este respecto, la SJCA núm. 1 de Cartagena de 30 de mayo de 2017 (rec. 
núm. 220/2016) argumenta que no es el contribuyente el que debe probar que no hubo 
incremento de valor de los terrenos, sino que el Ayuntamiento de Cartagena que pre-
tende liquidar el IIVTNU es el que debe probar la concurrencia de los requisitos ne-
cesarios para que se devengue dicho impuesto. No obstante, la citada sentencia ha sido 
recurrida en casación por el mencionado ayuntamiento, recurso que ha sido admitido a 
trámite por el TS, mediante Auto de 21 de diciembre de 2017 (rec. núm. 5114/2017). Al 
respecto, los TSJ han mantenido posturas diversas. Así, las SSTSJ de Murcia de 28 de no-
viembre de 2017 (recs. núms. 169/2017 y 140/2017) y de 23 de noviembre de 2017 (rec. 
núm. 181/2017) anulan diversas liquidaciones del IIVTNU, pues las mismas fueron 
giradas por los ayuntamientos pese a que las respectivas transmisiones habían originado 
pérdidas y, por ende, no existía el hecho imponible. En el último caso, la existencia de 
minusvalía queda acreditada por las escrituras de las transmisiones iniciales y finales 
aportadas, pues el ayuntamiento, aunque duda del valor de la transmisión final, no apor-
ta ninguna prueba que acredite que el precio fijado en esa escritura pública de compra-
venta no es el valor real de la misma. Además, las SSTSJ de la Comunidad Valenciana de 
6 de julio de 2017 (rec. núm. 3/2017) y de 16 de noviembre de 2017 (rec. núm. 62/2017) 
consideran que el contribuyente debe aportar un principio de prueba en relación al no 
incremento de valor del terreno y, en caso de que aporte dicha prueba, el ayuntamiento 
debe proceder a probar el efectivo incremento de valor del terreno. Asimismo, la STSJ 
de Extremadura de 13 de julio de 2017 (rec. núm. 128/2017) concluye que el contribu-
yente aporta un informe pericial que acredita que el valor del terreno consignado en la 
escritura pública coincide con el valor real del mismo y que, por ende, no ha existido in-
cremento de valor ni, por tanto, hecho imponible del IIVTNU. Asimismo, entiende que 
la prueba aportada por el ayuntamiento, consistente en dos informes técnicos que no 
concretan los valores, no es suficiente para desacreditar la prueba aportada de contrario 
y, por ello, anula la liquidación del IIVTNU. Por el contrario, la STSJ de Andalucía (Sede 
en Sevilla) de 19 de enero de 2017 (rec. núm. 634/2016) argumenta el valor recogido en 
las escrituras de compraventa y en un informe de valoración contable realizado en un 
proceso de fusión entre dos sociedades resultan insuficiente para probar la inexistencia 
de incremento de valor del terreno a efectos del IIVTNU. En esta línea, resulta de in-
terés M. Alías Cantón, «La escritura como prueba para acreditar la depreciación del 
valor a efectos del IIVTNU», Quincena fiscal, núm. 11, 2017, pp. 21-34.

Las consecuencias de la declaración de inconstitucionalidad de la regulación del 
IIVTNU ha sido ampliamente estudiada por la doctrina. En este sentido, podemos citar 
los trabajos de A. Buendía Cánovas, «Cuando el defraudador es el sujeto activo del 
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tributo: a propósito de la sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 16 de febrero 
de 2017 que obligará a modificar las Plusvalías municipales», Diario La Ley, núm. 8972, 
2017; A. Ibarra López, «¿Es posible la devolución de la “plusvalía municipal” pagada 
tras la STC de mayo de 2017?», Cont4bl3, núm. 63, 2017, pp. 24-27: A. San Martín 
Rodríguez, «Análisis del IIVTNU tras la reciente Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal», Tributos locales, núm. 129, 2017, pp. 91-100; B. Triana Reyes, «Efectos de las 
sentencias del TC tras la nueva Ley del Sector Público: al hilo de la reciente anulación 
parcial del impuesto de plusvalías que cobran los Ayuntamientos», Diario La Ley, 
núm. 8961, 2017; F. Gómez Galicia, «El Tribunal Constitucional cuestiona el Impues-
to de Plusvalía Municipal», Diario La Ley, núm. 8956, 2017; F. Molins Sancho, «La 
reforma del impuesto de plusvalía a debate», Diario La Ley, núm. 9030, 2017; G. Sán-
chez-Archidona Hidalgo, «La base imponible del IIVTNU a debate. Medición y 
fórmula de cálculo tras los pronunciamientos recientes», Forum fiscal: la revista tributaria 
de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa, núm. 231, 2017; I. Merino Jara, «Inconstitucionalidad 
parcial del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urba-
na», Forum fiscal: la revista tributaria de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa, núm. 230, 2017; 
J. Calvo Vérgez, «La anunciada declaración de inconstitucionalidad del IIVTNU a la 
luz de los últimos pronunciamientos de los Tribunales de Justicia», Revista de estudios 
locales. Cunal, núm. 199, 2017, pp. 40-71; B. Górriz Gómez, «La STC 26/2017 y el 
impuesto municipal de plusvalía», Diario La Ley, núm. 8976, 2017; J. L. Espelosín 
Audera, «Análisis de la base imponible del impuesto sobre el incremento del valor de 
los terrenos de naturaleza urbana a la vista de las sentencias del Tribunal Constitucional 
de 11 de mayo, 1 de marzo y 16 de febrero de 2017», Consultor de los ayuntamientos y de 
los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y justicia municipal, 
núm. 12, 2017, pp. 1592-1597; J. Martín Queralt, «Los perfiles siempre litigiosos del 
Impuesto Municipal de Plusvalía. A propósito de la Sentencia del Tribunal Constitucio-
nal de 16 de febrero de 2017», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 25, 2017, 
pp. 7-11; J. M. Martínez-Carrasco Pignatelli, «Alcance y efectos de la declaración 
de inconstitucionalidad parcial de la normativa legal del llVTNU (STC 59/2017, de 11 
de mayo)», Tributos locales, núm. 131, 2017, pp. 85-96; J. M. López Geta, «La Hacien-
da Pública en el Informe Anual (2016) del Defensor del Pueblo (El Tribunal Supremo y 
la “Lista Belarmino”. El Tribunal Constitucional y el Impuesto sobre el Incremento del 
Valor de los Terrenos)», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 25, 2017, pp. 116-
137; J. M. Utande San Juan, «Origen, contenido y efectos de las recientes sentencias 
constitucionales en torno al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana», BIT plus, núm. 208, 2017, pp. 26-35; J. M. Utande San Juan, 
«Más sobre la inconstitucionalidad parcial del IIVTNU: vías de reclamación, situación 
transitoria, propuestas de reforma», BIT plus, núm. 211, 2017, pp. 35-44; J. Pedreira 
Menéndez, «La inconstitucionalidad parcial de la plusvalía municipal debería servir 
para su eliminación total», Quincena fiscal, núm. 8, 2017, pp. 133-140; M. Á. García 
Frías, «Reflexiones sobre el presente y el futuro del Impuesto sobre el Incremento de 
Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana a la luz de las SSTC 57 y 59/2017, de 11 de 
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mayo», Civitas. Revista española de derecho financiero, núm. 175, 2017, pp. 23-38; M. A. 
Pérez de Ayala, «Reflexiones sobre las sentencias del Tribunal Constitucional respecto 
de la plusvalía municipal en ventas con pérdida», Estrategia financiera, núm. 351, 2017, 
pp. 64-68; M. Alías Cantón, «Efectos de las Sentencias del Tribunal Constitucional 
que declaran la inconstitucionalidad de diversos artículos del Impuesto sobre el Incre-
mento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana», Crónica tributaria, núm. 164, 
2017, pp. 7-35; M. Cremades Schulz y M. Vélez Fraga, «Una reflexión sobre los 
efectos de la declaración de inconstitucionalidad del impuesto municipal sobre el incre-
mento del valor de los terrenos de naturaleza urbana», Actualidad jurídica Uría Menén-
dez, núm. 46, 2017, pp. 29-39; M. D. Guerrero Muñoz, «El IIVTNU tras la Senten-
cia del Tribunal Constitucional de 16 de febrero de 2017: aplicación práctica», Tributos 
locales, núm. 129, 2017, pp. 101-108; M. M. Soto Moya, «La inaplazable reforma del 
IIVTNU tras su declarada inconstitucionalidad», Quincena fiscal, núm. 11, 2017, 
pp. 61-76; Ó. del Amo Galán, «Análisis de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 
11 de mayo de 2017 en relación con el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 28, 2017; 
Ó. del Amo Galán, «Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de febrero de 2017, 
en relación con el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 25, 2017, pp. 83-87; C. Jericó 
Asín, «¿Estamos ante el principio del fin del actual impuesto sobre el incremento del 
valor de los terrenos de naturaleza urbana?: STC de 16 febrero 2017 (JUR 2017/36067)», 
Revista Aranzadi Doctrinal, núm. 4, 2017, pp. 203-205; C. Palao Taboada, «Por qué 
yerra el Tribunal Constitucional en las sentencias sobre el IIVTNU», Nueva fiscalidad, 
núm. 2, 2017, pp. 17-45; C. Rivero Bernal, «Analizando la STC de 16 de febrero de 
2017 sobre la plusvalía municipal», El notario del siglo XXI: revista del Colegio Notarial de 
Madrid, núm. 72, 2017, pp. 156-161; D. Marín-Barnuevo Fabo, «Significado y al-
cance de la declaración de inconstitucionalidad de la regulación del IIVTNU en Gui-
púzcoa y Álava», Estudios financieros. Revista de contabilidad y tributación: Comentarios, 
casos prácticos, núm. 409, 2017, pp. 5-44; E. Díaz Revorio, «La “plusvalía municipal” 
tras la Sentencia del Tribunal Constitucional 59/2017 de 11 de mayo», Actualidad civil, 
núm. 10, 2017; E. García López, «¿Cómo reclamar la plusvalía municipal?: 550.000 
afectados tienen derecho a la devolución del impuesto», Inversión & finanzas: el semana-
rio líder de bolsa, economía y gestión de patrimonios, núm. 1060, 2017, pp. 60-61; F. J. 
Fuertes López, «La declaración de inconstitucionalidad del impuesto municipal sobre 
el incremento del valor de los terrenos (plusvalías): alcance y efectos: a propósito de las 
sentencias del Tribunal Constitucional 26/2017, de 16 de febrero y 37/2017, de 1 de 
marzo», Revista Aranzadi Doctrinal, núm. 6, 2017, pp. 131-138; E. Ruiz del Portal-
Ruiz Granados, «Inconstitucionalidad de la “plusvalía municipal”», La Toga, núm. 194, 
2017, pp. 17-21; F. Casana Merino, «Los incrementos de valor inconstitucionales en 
el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana», Revis-
ta de Estudios de la Administración Local y Autonómica: Nueva Época, núm. 8, 2017, 
pp. 147-163; J. Martín Ruiz, «A propósito del desenlace constitucional del impuesto 
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sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana: La correcta interpre-
tación del hecho imponible», en F. García Berro (dir.), La delimitación de los elementos 
esenciales del tributo ante el impacto de las reformas legales, Aranzadi, Pamplona, 2017, 
pp. 51-80; P. Padilla Ruiz, «Reflexiones en torno a la anulación parcial del impuesto 
sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana por el Tribunal Cons-
titucional», Quincena fiscal, núm. 9, 2017, pp. 131-142; y S. Álvarez Royo-Villano-
va, «Inconstitucionalidad del IIVTNU (Plusvalía Municipal) cuando no hay incremen-
to del valor», El notario del siglo XXI: revista del Colegio Notarial de Madrid, núm. 73, 
2017, pp. 174-177. Asimismo, tampoco debemos olvidar los trabajos de B. Górriz 
Gómez, «Impuesto municipal de plusvalía y ausencia de incremento de valor de los te-
rrenos transmitidos», La notaria, núms. 1-2, 2017, pp. 60-67; B. Górriz Gómez, 
«¿Puede exigirse el pago de un impuesto en ausencia de realización del hecho imponible? 
(A propósito del Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana)», Diario La Ley, núm. 8922, 2017; D. Pérez Bustamante y 
A. Díaz García, «Inexistencia de “hecho imponible” por minusvalía en la transmisión 
de inmuebles. No concurrencia del principio constitucional de capacidad económica», 
Diario La Ley, núm. 8971, 2017; A. Vaquera García, «El principio de capacidad eco-
nómica en España: ¿vigencia o superación de facto? Supuestos problemáticos en la impo-
sición directa estatal y en el gravamen municipal sobre plusvalías», Revista Jurídica de la 
Universidad de León, núm. 4, 2017, pp. 101-134; B. Moreno Serrano, «La “plusvalia” 
al borde del abismo», Consultor de los ayuntamientos y de los juzgados: Revista técnica espe-
cializada en administración local y justicia municipal, núm. 6, 2017, pp. 770-779; 
B. Moreno Serrano, «Plusvalía: una agonía que se podía haber evitado», Consultor de 
los ayuntamientos y de los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y 
justicia municipal, núm. 12, 2017, pp. 1555-1565; E. García Azcón, «La lucha en el 
impuesto de la plusvalía municipal», Inmueble: Revista del sector inmobiliario, núm. 170, 
2017, pp. 30-31: J. Cardona Seguí, «Plusvalía municipal: necesidad de reforma urgen-
te», Actualidad jurídica Aranzadi, núm. 929, 2017, p. 21; J. D. Gallego Alcalá, «El 
hundimiento del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza 
urbana», Consultor de los ayuntamientos y de los juzgados: Revista técnica especializada en 
administración local y justicia municipal, núm. 17, 2017, pp. 2095-2100; J. de Uña 
Repetto, «El impuesto de “plusvalía municipal” en inmuebles transmitidos con pérdi-
das», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 27, 2017; J. F. García de Pablos, «La 
necesaria reforma del IIVTNU», El notario del siglo XXI: revista del Colegio Notarial de 
Madrid, núm. 72, 2017, pp. 162-165; P. Cubiles Sánchez-Pobre, «El IIVTNU, ¿llegó 
por fin el momento de modificarlo?», Tributos locales, núm. 129, 2017, pp. 109-124; y 
J. F. García de Pablos, «La tributación municipal y el principio de capacidad económi-
ca», Tributos locales, núm. 129, 2017, pp. 13-34.

Asimismo, deben destacarse otros pronunciamientos judiciales de interés respecto 
del IIVTNU. En primer lugar, la STSJ de Extremadura de 23 de noviembre de 2017 (rec. 
núm. 232/2017) considera que, debido a la actividad urbanizadora del sujeto pasivo, 
existe un incremento de valor de los terrenos. En esta línea, el TS admite a trámite, 
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mediante su Auto de 16 de noviembre de 2017 (rec. núm. 3107/2017), un recurso de 
casación para fijar jurisprudencia respecto de si los gastos de urbanización incrementan 
o no el valor del terreno, es decir, el valor de adquisición o de transmisión tomado en 
consideración para determinar si ha existido un incremento de valor de los terrenos.

Por otro lado, la STSJ de Aragón de 15 de noviembre de 2017 (rec. núm. 242/2015) 
anula, por infracción del principio de jerarquía normativa, un precepto de la Ordenan-
za fiscal del IIVTNU que establece un momento de devengo diferente del previsto en 
el TRLHL. En concreto, dicha Ordenanza consideraba que, en las transmisiones mortis 
causa, el devengo se producía en el momento en que los herederos aceptaran formal-
mente la herencia y no, como establece el TRLHL, en el momento del fallecimiento del 
causante. También resulta interesante, la STSJ de Aragón de 27 de septiembre de 2017 
(rec. núm. 174/2016) que analiza la existencia de un incremento de valor derivado 
de una transmisión realizada mediante una operación de arrendamiento financiero o 
leasing.

En relación con las exenciones en el IIVTNU, la STSJ de Castilla y León (Sede en 
Burgos) de 13 de noviembre de 2017 (rec. núm. 30/2017) argumenta que el reconoci-
miento de una exención a una fundación respecto del IBI debe extenderse al IIVTNU. 
Esto es así, pues en ambos tributos coincide el bien inmueble gravado y el sujeto pasivo, 
sin que, concurriendo los requisitos establecidos, existan razones para llevar a cabo un 
reconocimiento diferenciado. Asimismo, la STSJ de Cantabria de 6 de octubre de 2017 
(rec. núm. 94/2017) pone de manifiesto que la bonificación de una vivienda heredada 
en el IIVTNU no puede condicionarse al empadronamiento en la misma. En este caso 
concreto, el hijo del causante acredita haber convivido con el mismo durante los dos 
años anteriores al fallecimiento, si bien tal acreditación se realiza aportando pruebas 
diferentes al certificado de empadronamiento. En este sentido, la Sala concluye que 
este certificado no constituye una prueba iuris et de iure, pues el cambio en el empa-
dronamiento puede deberse a diferentes circunstancias laborales, sociales o económicas. 
Respecto de las exenciones y bonificaciones, resultan de interés los trabajos de M. Lucas 
Durán, «Comunicación de la condición de entidades sin fines lucrativos para la apli-
cación de exenciones en el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de 
naturaleza urbana: ¿Puede someterse a un plazo perentorio?» en I. Merino Jara (dir.), 
Entidades con valor social: nuevas perspectivas tributarias, Instituto de Estudios Fiscales, 
Madrid, 2017, pp. 651-670; C. Checa González, «IIVTNU y patrimonio histórico 
y cultural», en M. D. Cebriá García (coord.), y F. Álvarez Arroyo (dir.), Haciendas 
locales y patrimonio histórico y cultural, Dykinson, Madrid, 2017, pp. 431-454; y Ó. del 
Amo Galán, «Beneficios fiscales en los tributos locales para los bienes integrantes del 
patrimonio histórico español», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 26, 2017, 
pp. 44-49.

En el plano administrativo, en relación con la legitimación para impugnar una li-
quidación del IIVTNU, la Consulta vinculante de la DGT núm. V549/2017, de 2 de 
marzo, reconoce la legitimación del obligado al pago del impuesto mediante un contrato 
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de arrendamiento financiero inmobiliario. En este caso concreto, en el contrato se hace 
constar que, en caso de ejercer la opción de compra, el adquirente estará obligado al pago 
del IIVTNU. Por ello, la DGT entiende que dicho adquirente tiene un interés legítimo 
y directo en la liquidación. No obstante, la condición de sujeto pasivo no se ve alterada 
por los pactos o convenios realizados mediante contrato, por lo que el sujeto pasivo de la 
transmisión seguirá siendo, frente a la Administración, la entidad bancaria transmitente. 
En esta línea, resulta de interés N. Teixidor Martínez, «El sujeto obligado contrac-
tualmente al pago del IIVTNU no se halla legitimado para impugnar esa liquidación: 
Análisis de la STSJ de Andalucía de 21 de noviembre de 2016 (rec. núm. 673/2016)», 
Estudios financieros. Revista de contabilidad y tributación: Comentarios, casos prácticos, 
núm. 411, 2017, pp. 123-128.

Merecen especial interés diversas consultas tributarias respecto de los derechos rea-
les. Así, la Consulta vinculante de la DGT núm. V2431/2017, de 28 de septiembre, de-
termina la sujeción al IIVTNU de la consolidación del dominio. En este caso, el con-
sultante adquirió la nuda propiedad del bien inmueble y, con posterioridad, al fallecer 
su madre, adquirió también el derecho de usufructo, consolidando así su derecho de 
propiedad. La DGT determina que ambas adquisiciones (la de la nuda propiedad y la 
del usufructo) producen el devengo del IIVTNU. Además, la Consulta vinculante de la 
DGT núm. V2402/2017, de 21 de septiembre, analiza la tributación de un legado relativo 
al pleno dominio de un bien inmueble establecido mediante testamento a favor de la 
consultante. No obstante, el valor de dicho legado es superior a la legítima del resto de 
herederos, por lo que debe compensarles ese exceso de adjudicación. En este caso, la 
DGT concluye que, dado que el bien inmueble se adjudica a la consultante en su totali-
dad, la misma recibe la consideración de sujeto pasivo del IIVTNU, con independencia 
de la compensación que deba realizar al resto de herederos.

Asimismo, la Consulta no vinculante de la DGT núm. 29/2017, de 19 de septiembre, 
expone que la disolución de una comunidad de bienes o un condominio formado por 
un único bien inmueble, que resulta adjudicado a uno de los comuneros, no está sujeta 
al IIVTNU, pues no existe una transmisión de propiedad entre los comuneros, sino una 
mera concreción de un derecho abstracto preexistente. En contraposición, en caso de 
que exista dos o más bienes inmuebles, que resultan adjudicados a un único comunero, 
se produce la sujeción al IIVTNU, pues, aunque cada bien inmueble es indivisible, la 
disolución del condominio podría haberse realizado mediante una adjudicación equita-
tiva de los mismos entre los comuneros y, por ende, en este supuesto, existe una transmi-
sión de la propiedad entre los mismos. A todo esto, la DGT añade que, en caso de que 
la disolución no se encuentre sujeta al IIVTNU, a efectos de una futura transmisión del 
terreno, se tomará en consideración como periodo de generación la anterior transmisión 
sujeta y no la fecha en la que se produjo la extinción del condominio. En esta línea, re-
sulta de interés A. González Pino, «La extinción del condominio y el impuesto sobre el 
incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana», Consultor de los ayuntamientos 
y de los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y justicia municipal, 
núm. 2, 2017, pp. 165-173.
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Por último, deben tenerse en cuenta las aportaciones doctrinales. A este respecto, 
debemos citar los trabajos de M. M. Castillo Solsona, «Problemas planteados por la 
determinación de la base imponible en el impuesto sobre el incremento de valor de los 
terrenos de naturaleza urbana», en M. L. Esteve Pardo (dir.), Impulso a la actividad 
económica en los municipios: cuestiones tributarias de interés, Huygens Editorial, Barcelo-
na, 2017, pp. 107-128; G. M. Luchena Mozo, «Vías de impugnación de liquidacio-
nes y autoliquidaciones del IIVTNU», Quincena fiscal, núm. 17, 2017, pp. 101-112; P. 
Chico de la Cámara y G. Valesco Fabra, «La ansiada reforma del Impuesto sobre 
el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana también requiere cambios 
cuando el transmitente sea una persona física no residente en España», Revista de fisca-
lidad internacional y negocios transnacionales, núm. 5, 2017, pp. 13-17; y Ó. del Amo 
Galán, «Tributación en el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana de la donación de la nuda propiedad de un inmueble con reserva 
del usufructo y retención del poder de disposición», Carta tributaria. Revista de opinión, 
núm. 33, 2017.

1.2.  Tasas

1.2.1. �T asas por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio 
público

En lo que se refiere a este tipo de tributos, se ha de poner de manifiesto que, al igual 
que ocurrió en 2013, 2014, 2015 y 2016, aún se han hecho presentes los efectos de la 
STJUE de 12 de julio de 2012, asuntos acumulados C-55/11, C-57/11 y C-58/11, a la 
cual ya nos hemos referido en años anteriores (vid. Anuario de Derecho Municipal 2016, 
p. 280).

Sin embargo, en 2017 las repercusiones han sido distintas a las de años anteriores, 
en el sentido de que no se han referido a la impugnación directa de una Ordenanza, o 
de las liquidaciones exigidas en su virtud, sino que hemos de dar cuenta de la STS de 
20 de febrero de 2017 (rec. núm. 184/2015), en la que se resolvió el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por Telefónica S. A., contra el Acuerdo, aprobado el 16 de 
enero de 2015 por el Consejo de Ministros, que resuelve la solicitud formulada por la 
mercantil de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado legislador.

La mencionada sociedad solicita al Alto Tribunal que anule el mencionado acuerdo 
y que reconozca su derecho a ser indemnizada «como consecuencia de una exacción de 
una tasa al amparo de un marco normativo estatal relativo a la imposición de las tasas lo-
cales en el ámbito de las telecomunicaciones que no respeta las Directivas comunitarias».

El recurso fue desestimado, entre otras razones, por entender el TS que no concu-
rre el requisito de la infracción suficientemente caracterizada del Derecho de la Unión 
Europea por la legislación estatal sobre la imposición de cánones o tasas por utilización 
del dominio público local en relación a las redes de telecomunicaciones, ni de los lí-
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mites que al respecto impone la denominada Directiva de Autorización. Así, dado que 
no existe infracción del Derecho Europeo por la legislación del Estado (TRLHL), «no 
cabe afirmar la relación de causalidad entre la legislación estatal y el perjuicio que se 
dice sufrido por la actora con las liquidaciones por tasas municipales por ocupación del 
dominio público y resulta innecesario el análisis del resto de los requisitos de la eventual 
responsabilidad patrimonial del Estado» (FD 8.º).

Por otro lado, a lo largo de 2017 se han pronunciado decenas de sentencias rela-
cionadas con la impugnación de las tasas por aprovechamiento especial del dominio 
público local de las instalaciones de transporte de energía eléctrica, gas, agua e hidro-
carburos, a las que ya nos hemos referido en ocasiones anteriores (en particular, vid. 
Anuario de Derecho Municipal 2016, p. 283). Estos pronunciamientos judiciales han 
presentado, con algunos matices, un objeto muy semejante al dilucidado en la STS de 
18 de enero de 2017 (rec. núm. 49/2017), que resolvió el recurso de casación interpues-
to por el Ayuntamiento de Cimanes del Tejar (León) contra la sentencia dictada por 
el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, que estimó íntegramente el recurso 
presentado por una mercantil contra determinados preceptos de la Ordenanza fiscal 
reguladora de la tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio 
público local de las instalaciones de transporte de energía eléctrica, gas, agua e hidro-
carburos.

El primer motivo de casación se refiere a la posible infracción de los arts. 24 y 25 
del TRLHL y de la jurisprudencia consolidada del Alto Tribunal en relación a la cuan-
tía y justificación de la cuota de este tipo de tasas. La Sala comienza su argumentación 
recordando que el recurso es sustancialmente idéntico a otros anteriores (SSTS de 21 
de diciembre de 21 de diciembre, recs. núms. 336/2016, 436/2016 y 1117/2016), por lo 
que, en virtud del principio de unidad de doctrina, se ha de estar a lo que en ellos se ha 
decidido. Así, en los recursos anteriores se cuestionaba el hecho de que se consideraban 
las conducciones como «construcciones», lo que incrementaba el valor del suelo que se 
utilizaba en la fórmula de cálculo.

Por su parte, el TS entendió que la toma en consideración de las infraestructuras 
para calcular la tasa «resulta adecuada a la finalidad perseguida por el legislador: si se 
trata de valorar la utilidad que proporciona al sujeto pasivo el uso privativo o el apro-
vechamiento especial del domino público local por la instalación de los mencionados 
elementos relativos a la distribución [...], parece de todo punto razonable tomarlas en 
consideración» (FD 3.º). En consecuencia, la Sala sostuvo que los criterios de cuanti-
ficación que incorpora la Ordenanza fiscal impugnada son conformes con su jurispru-
dencia más reciente. Igualmente, el TS confirmó la compatibilidad de este tipo de tasas 
con las calculadas en función del 1,5 por 100 de los ingresos brutos procedentes de la 
facturación anualmente obtenida en el municipio, en tanto que el art. 24.c) del TRLHL 
excluye únicamente la exigencia de cualesquiera otras tasas relativas al aprovechamiento 
de las vías públicas municipales, mientras que la tasa aquí controvertida no se refiere al 
uso de las citadas vías públicas.
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En consecuencia, se estimó el recurso de casación, anulando la sentencia impugnada 
y desestimando el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la Ordenanza 
fiscal.

En relación con esta sentencia, cumple dejar constancia del voto particular formula-
do por el magistrado Frías Ponce, al que se adhirió el magistrado Martínez Micó, en el 
que discrepa de la utilización como parámetro para fijar el valor de la utilidad derivada 
del aprovechamiento especial gravado no solo el valor del suelo del bien de dominio 
público afectado, sino además el valor de las instalaciones realizadas para el desempeño 
de la propia actividad de transporte. A su juicio, incluir en la retribución del aprove-
chamiento especial de los terrenos que ocupan las instalaciones de transporte el valor de 
estas, «implica relacionar el beneficio económico con el valor de utilidad derivada del 
aprovechamiento especial que debe reflejar el gravamen, lo que nos llevaría a graváme-
nes materialmente impositivos». En consecuencia, entiende que debió desestimarse el 
recurso.

En un sentido análogo a esta sentencia, se han pronunciado las SSTS de 2 de fe-
brero de 2017 (rec. núm. 1114/2016); de 21 de marzo de 2017 (recs. núms. 489/2016, 
966/2016, 1106/2016 y 1266/2016); de 22 de marzo de 2017 (rec. núm. 1118/2016); de 
23 de marzo de 2017 (recs. núms. 499/2016 y 1305/2016); de 28 de marzo de 2017 (rec. 
núm. 1313/2016); de 30 de marzo de 2017 (rec. núm. 1273/2016); de 4 de abril de 2017 
(recs. núms. 1120/2016 y 1279/2016); de 19 de abril de 2017 (rec. núm. 1245/2016); de 8 
de junio de 2017 (rec. núm. 1236/2016); de 27 de junio de 2017 (rec. núm. 1103/2016); de 
29 de junio de 2017 (rec. núm. 1591/2016); de 5 de octubre de 2017 (recs. núms. 1852/2016 
y 2339/2016); de 19 de octubre de 2017 (rec. núm. 2145/2016); de 8 de noviembre de 
2017 (rec. núm. 2727/2016); de 28 de noviembre de 2017 (rec. núm. 3156/2016), y de 29 
de noviembre de 2017 (rec. núm. 2705/2016).

En relación con este mismo tipo de tributos, se ha de reseñar la STS de 31 de enero 
de 2017 (rec. núm. 3029/2015), que resolvió el recurso de casación interpuesto por el 
Ayuntamiento de Requena (Valencia) contra la sentencia dictada por el Tribunal Su-
perior de Justicia de la Comunidad Valenciana, que estimó el recurso presentado por 
Red Eléctrica de España, SAU, frente a determinados preceptos de la Ordenanza fiscal 
reguladora de la tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial del vuelo, 
suelo y subsuelo del dominio público municipal a favor de las empresas explotadoras del 
servicio de suministros de interés general.

Dejando de lado otros argumentos no tan relevantes a nuestros efectos, el órgano 
a quo anuló un precepto de la Ordenanza impugnada en el que, para fijar el valor de la 
utilidad derivada del aprovechamiento especial del dominio público, se suma el valor 
de reposición del camino al valor del suelo rústico. Frente a las pretensiones de la recu-
rrente, la Sala confirmó el criterio de la instancia, en tanto que «no puede considerarse 
que el camino público utilizado para el aprovechamiento especial del dominio público 
pueda considerase como una instalación». Añadiendo a continuación que, aunque la red 
de transporte de energía pudiese justificar una particular intensidad de aprovechamiento 



306	 Domingo Jesús Jiménez-Valladolid / César Martínez / Neus Teixidor

especial de los caminos públicos, «ello no puede llevar a la hora de la cuantificación de 
la tasa a tener en cuenta la reposición de los caminos, pues este parámetro es extraño 
para definir el valor de mercado de la utilidad derivada del aprovechamiento especial» 
(FD 4.º). En consecuencia, se desestimó el recurso de casación interpuesto y se impusie-
ron las costas a la parte recurrente.

Los criterios de cuantificación de este tipo de tasas también fueron objeto de aná-
lisis en la STS de 27 de marzo de 2017 (rec. núm. 525/2016), que resolvió el recurso de 
casación interpuesto por Unión Fenosa Distribución, S. A., contra la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, que desestimó el recurso pre-
sentado por la mercantil, frente a determinados preceptos de la Ordenanza fiscal regula-
dora de la tasa por utilización privativa o aprovechamiento especial del suelo, subsuelo 
y vuelo sobre el dominio público local a favor de empresas explotadoras de servicios de 
suministro eléctrico, agua, telecomunicaciones e hidrocarburos del municipio de Orgaz 
(Toledo).

En esta sentencia se aplica el criterio que ya se expresó en sentencias anteriores como 
las SSTS de 19 de julio de 2016 (recs. núms. 534/2015 y 2505/2015), y de 27 de abril de 
2015 (rec. núm. 340/2014), que fueron ya comentadas en la edición anterior (Anuario de 
Derecho Municipal 2016, p. 283). En síntesis, la Sala reitera que ha de considerarse como 
contraria a derecho la determinación del valor de mercado medio del suelo ocupado ya 
que, siendo rústico en su mayor parte el suelo del municipio, es inadecuado el sistema 
de cálculo seguido para determinar dicho valor, sumando los valores de mercado del me-
tro cuadrado de suelo urbano, industrial y rústico dividiéndolo entre seis. Igualmente, 
trae a colación su anterior pronunciamiento relativo a la inadecuación de determinados 
coeficientes correctores, en tanto que no están debidamente justificados ni se sabe la 
fórmula de cálculo que ha llevado a su obtención. Por otra parte, la Sala vuelve a reiterar, 
en contestación al segundo motivo de casación, que la exigencia de este tipo de tasas no 
contradice lo dispuesto en el art. 24.c) del TRLHL, toda vez «resulta patente que ahora 
no nos encontramos ante el aprovechamiento de las vías públicas municipales» (FD 6.º). 
En virtud de lo expuesto, el TS estimó parcialmente el recurso, lo que conllevó la anula-
ción del precepto que regulaba la cuantificación de la tasa en litigio.

Por otro lado, cumple reseñar la STS de 8 de febrero de 2017 (rec. núm. 3617/2015), 
que resolvió el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid contra 
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que estimó en parte 
el recurso presentado por una asociación vecinal frente al apartado 2 del art. 11 de la 
Ordenanza fiscal reguladora de la tasa por utilización privativa o aprovechamiento espe-
cial del dominio público local, en la modificación aprobada el 21 de diciembre de 2012.

En particular, como en otras ocasiones, se discute la cuantificación de la tasa por 
paso de vehículos (vado). En esta sentencia se aborda el mismo objeto que la resuelta 
en la STS de 15 de diciembre de 2016 (rec. núm. 3133/2015), a cuyo comentario nos 
remitimos (Anuario de Derecho Municipal 2016, pp. 284-285). En consecuencia, el ra-
zonamiento fue idéntico, así como el fallo: estimación del recurso y declaración de que 
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el art. 11.2 (parámetro de valor) impugnado es conforme a Derecho, salvo en lo relativo 
al tipo de interés legal del dinero utilizado, que no es válido al tratarse de un tipo de 
interés fijo. Al igual que ya ocurriera en la Sentencia de 2016 citada, en esta de 2017 no 
hubo unanimidad entre los componentes de la Sala. Prueba de ello es el voto particular 
formulado por el magistrado Fernández Montalvo, al que se adhirieron los magistrados 
Maurandi Guillén y Frías Ponce, en el que se expresa que «cualquier parámetro que se 
utilice para fijar el valor de los bienes, cualquiera que sea, ha de ser coyuntural y cam-
biante por naturaleza», por lo que «exigir a una Administración que encuentre un crite-
rio para determinar dicho valor nunc ex semper resulta tarea imposible».

Muy relacionada con la anterior, la STS de 8 de febrero de 2017 (rec. núm. 3099/2015), 
resolvió el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid contra la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que estimó en parte el 
recurso presentado por una asociación de empresas de distribución frente al apartado 3 
del art. 11 de la Ordenanza fiscal reguladora de la tasa por utilización privativa o apro-
vechamiento especial del dominio público local, en la modificación aprobada el 21 de 
diciembre de 2012.

En esta sentencia no se aborda la impugnación del parámetro de valor del aparta-
do 2, sino el parámetro de intensidad de uso, en el que no era de aplicación el contro-
vertido tipo de interés legal del dinero. En consecuencia, la Sala se remite a su criterio 
previamente expresado en la STS de 15 de diciembre de 2016 (rec. núm. 3133/2015), por 
lo que acaba fallando que ratifica la legalidad del parámetro de intensidad de uso, lo que 
determina la estimación del recurso de casación, anulando la sentencia impugnada y 
declarando la conformidad a Derecho del art. 11.3 impugnado.

En cuanto a las novedades doctrinales referidas a esta materia, se han de reseñar los 
siguientes trabajos: A. Acín Ferrer, «Importancia de los informes técnico-económicos 
en las tasas por aprovechamiento especial del dominio público local», Revista de estudios 
locales. Cunal, núm. 198, 2017, pp. 42-50; D. Casas Agudo, «La tasa por ocupación 
del dominio público local por instalaciones de transporte de energía: Análisis de la STS 
de 18 de enero de 2017 (Recurso de Casación 1473/2016)», Nueva fiscalidad, núm. 1, 
2017, pp. 221-232; D. Casas Agudo, «El Tribunal Supremo declara la irresponsabi-
lidad patrimonial del Estado por la exacción de la tasa municipal de telefonía móvil a 
operadores no titulares de las redes: Análisis de la STS de 20 de febrero de 2017 (Sen-
tencia núm. 288/2017. Recurso contencioso-administrativo 184/2015)», Nueva fisca-
lidad, núm. 2, 2017, pp. 195-206; J. A. Cordero García, «Las tasas: evolución del 
concepto y problemática de las tasas por telefonía móvil», Tributos Locales, núm. 131, 
2017, pp. 61-84; V. A. García Moreno, «La utilización del valor catastral como pa-
rámetro de cuantificación de la tasa por la utilización privativa o aprovechamiento es-
pecial del dominio público local», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 23, 2017, 
pp. 92-95; C. Martínez Sánchez, «La aplicación de criterios medioambientales a las 
tasas locales», Anuario de Derecho Municipal 2016, núm. 10, 2017, pp. 164-191; y S. 
Rodríguez Losada, «A propósito de la tasa local de telefonía móvil: los resultados de 
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aplicación de la doctrina del asunto Vodafone», en J. López Martínez y J. M. Pérez 
Lara (dirs.), La reforma de la financiación territorial, Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, 
pp. 649-657.

1.2.2. T asas por la prestación de servicios o realización de actividades públicas

En primer lugar, se ha de reseñar que se ha llevado a cabo una reforma legal de gran 
calado, que tendrá importantes consecuencias sobre el régimen jurídico de la financia-
ción de los servicios públicos locales. En concreto, en virtud de lo dispuesto en la DF 12 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, se ha establecido un 
nuevo punto 6.º en el art. 20 del TRLHL, con el siguiente tenor:

«Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se perciban por 
la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 de este artículo, rea-
lizada de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta, 
tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario con-
forme a lo previsto en el artículo 31.3 de la Constitución.

En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de obras 
o la prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades de economía mixta, 
entidades públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y demás fór-
mulas de Derecho privado.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este apartado se regularán 
mediante ordenanza. Durante el procedimiento de aprobación de dicha ordenanza las 
entidades locales solicitarán informe preceptivo de aquellas Administraciones Públicas a 
las que el ordenamiento jurídico les atribuyera alguna facultad de intervención sobre las 
mismas».

Así pues, a partir de la entrada en vigor de esta reforma (9 de marzo de 2018) las 
contraprestaciones exigidas por servicios públicos locales coactivos serán tasas si son 
prestadas mediante gestión directa (v. gr. organismo autónomo), mientras que serán 
consideradas como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario si se 
prestan de forma directa mediante personificación privada (p. ej., sociedad anónima de 
capital íntegramente público) o mediante gestión indirecta (concesión, de forma para-
digmática).

En cuanto a las novedades jurisprudenciales relativas a las tasas por la prestación de 
servicios o realización de actividades públicas, cumple referirse a la STS de 26 de abril 
de 2017 (rec. núm. 167/2016), que resolvió el recurso de casación interpuesto por el 
Ayuntamiento de León y por la Sociedad Mixta Aguas de León, contra la Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, que estimó parcialmente el recur-
so contencioso-administrativo presentado por una asociación de comerciantes frente al 
acuerdo definitivo de establecimiento y/o modificación de las Ordenanzas fiscales regu-
ladoras de las tasas municipales, en lo relativo a las tasas por suministro de agua potable 
y servicios complementarios, así como a las tasas de alcantarillado.
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Dejando de lado las cuestiones procesales que se invocan en primer lugar, el fondo 
del asunto versa en torno a la validez del informe técnico-económico emitido por la 
propia empresa adjudicataria del servicio. En particular, se discute si es un requisito para 
la validez de la modificación de la Ordenanza que el informe sea emitido o ratificado 
por técnicos municipales. La Sala, tras recordar su propia jurisprudencia relativa a la 
nulidad de pleno derecho, y por tanto insubsanable, que comporta la ausencia de infor-
me técnico-económico, entiende que el «mal llamado informe de la sociedad Aguas de 
León no justificó debidamente las nuevas tasas conforme a las exigencias fijadas por la 
jurisprudencia (no solo se trataba de cuantificar los costes directos e indirectos del ser-
vicio, sino también acompañar series estadísticas para así llevar a cabo el análisis crítico 
calculado y de sus naturales ajustes)» (FD 3.º). En consecuencia, se desestimó el recurso 
de casación, imponiéndose las costas a los recurrentes.

Igualmente, también abordó la impugnación de tasas de agua y alcantarillado la 
STS de 7 de febrero de 2017 (rec. núm. 3700/2015), que resolvió el recurso de casación 
interpuesto por un particular contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Cantabria, desestimatoria del recurso interpuesto frente al acuerdo del Pleno del Ayun-
tamiento de Santander por el que se aprueba definitivamente la Ordenanza reguladora 
de las tasas.

Las alegaciones del recurrente se fundaban en cuestiones formales en las que no 
vamos a detenernos, así como en la ausencia del informe técnico-económico preceptivo. 
No obstante, la Sala no acoge esta pretensión ya que entiende que la modificación de la 
Ordenanza se ceñía únicamente a la actualización de las cuantías de las cuotas en fun-
ción del IPC, por lo que, de conformidad con el texto del art. 25.1 del TRLHL aplicable 
en aquel momento, no era necesario acompañar el mencionado informe. En definitiva, 
se desestimó el recurso y se impusieron las costas al recurrente.

Es también digna de mención la STS de 16 de junio de 2017 (rec. núm. 890/2016), 
que resolvió el recurso de casación interpuesto por una mercantil frente a la Senten-
cia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, que estimó parcialmente el recur-
so contencioso-administrativo presentado contra la Ordenanza reguladora de la tarifa 
de alcantarillado, saneamiento y de prestación de servicios de depuración de aguas del 
Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana (Las Palmas).

En síntesis, el litigio versaba acerca del porcentaje de beneficio industrial que podía 
incluirse en el cálculo de la cuantificación de la tasa. En la Ordenanza se había inclui-
do un beneficio industrial del 10,5 por 100 que constaba en el pliego, mientras que el 
órgano a quo entiende que debería sustituirse por el 6 por 100 que se considera como 
habitual. La Sala atiende la pretensión del recurrente, concluyendo que de su propia 
jurisprudencia se deduce que para el cálculo de la tasa ha de partirse de lo pactado en el 
pliego de condiciones del contrato, por lo que, al no hacerlo así la sentencia recurrida, 
vulnera los preceptos de las normas de contratación pública que eran de aplicación al 
contrato. En consecuencia, se estima el recurso de casación y se confirma que el benefi-
cio industrial ha de ser «el pactado en el contrato entre el Ayuntamiento y el contratista».
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Igualmente conviene reseñar la STS de 9 de febrero de 2017 (rec. núm. 1720/2015), 
que resolvió el recurso interpuesto por el Ayuntamiento de Ontinyent (Valencia) contra 
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, que deses-
timó el recurso interpuesto por el mencionado municipio frente a la Ordenanza fiscal 
reguladora de la tasa por transferencia, transporte, valorización y eliminación de residuos 
urbanos, aprobada por el Consorcio del Plan Zona X, XI y XII, Área de Gestión 2.

Dejando de lado las cuestiones procedimentales, la cuestión de fondo se circuns-
cribía a determinar si los Consorcios tienen reconocida legalmente la posibilidad de 
establecer tasas. La Sala responde afirmativamente en atención a lo dispuesto en el 
art. 152.1 del TRLHL, donde se reconoce expresamente esta posibilidad. Igualmente, 
frente al motivo relativo a la posible infracción de la reserva de ley en materia tribu-
taria, el Tribunal Supremo lo desestima, recordando que, según la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, la «reserva de ley tributaria debe compatibilizarse con la po-
testad tributaria de los entes locales, que carecen de potestad legislativa» (FD 5.º). En 
consecuencia, se desestimó el recurso interpuesto y se condenó a la parte recurrente al 
pago de las costas.

En lo tocante a las novedades doctrinales acerca de la materia, cumple dar cuenta 
de la publicación de los siguientes trabajos: D. Casas Agudo, «Consideraciones sobre 
el poder tributario local y el principio de legalidad. Particular problemática en la regu-
lación de las tasas (1)», Tributos Locales, núm. 132, 2017, pp. 13-35; y C. Martínez 
Sánchez, «La imposibilidad de exigir tasas por determinados servicios públicos locales: 
un estudio del art. 21 TRLHL», Tributos Locales, núm. 128, 2017, pp. 47-64.

1.3.  Contribuciones especiales

En lo que se refiere a los escasos pronunciamientos judiciales recaídos sobre esta ma-
teria, se ha de reseñar la STS de 23 de marzo de 2017 (rec. núm. 40/2016), que resolvió la 
demanda para la declaración de error judicial interpuesta por el Ayuntamiento de Beni-
dorm (Alicante) contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana, que estimó el recurso interpuesto por varios particulares frente al acuerdo de 
ordenación de las contribuciones especiales aprobado en el municipio.

Las contribuciones especiales se referían a un proyecto de urbanización que fue de-
clarado nulo. En consecuencia, se entendió que esto comportaba también la nulidad 
de la liquidación definitiva de las contribuciones especiales impuestas. El municipio 
demandante pretendió que el órgano a quo había realizado una interpretación errónea 
de las sentencias relativas al proyecto de urbanización y a las contribuciones especiales 
exigidas para su financiación. Sin embargo, la Sala rechaza esta pretensión en tanto 
que «no estamos ante una resolución viciada de un error craso, patente, indubitado e 
incontestable, que haya llegado a conclusiones fácticas o jurídicas ilógicas, irracionales, 
esperpénticas o absurdas». En conclusión, desestimó la demanda interpuesta y condenó 
en costas a la parte recurrente.
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Igualmente se ha de dar noticia de la STSJ de Asturias de 21 de diciembre de 2017 
(rec. núm. 278/2017), en la que se resuelve el recurso de apelación interpuesto por un 
sindicato contra la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo que desesti-
mó el recurso contencioso-administrativo presentado frente a la desestimación presunta 
de una reclamación relativa a la vulneración del carácter finalista de unas contribuciones 
especiales aprobadas por el Ayuntamiento de Gijón.

El fondo de la cuestión, a diferencia de lo que es habitual, no se refiere ni a la cuanti-
ficación ni al procedimiento de exigencia de las contribuciones, sino al destino que se da 
a lo recaudado. En particular, los reclamantes entienden que el importe de estos tributos 
ha de destinarse en exclusiva a inversiones reales y no a otros gastos relacionados con 
el servicio de que se trate. Sin embargo, tanto en primera instancia como en apelación 
se niega esta pretensión, en atención al tenor literal del art. 29.3 del TRLHL, donde se 
señala que «[l]as cantidades recaudadas por contribuciones especiales solo podrán desti-
narse a sufragar los gastos de la obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido», 
sin que se especifique que exclusivamente puedan financiarse gastos que tengan la con-
sideración de inversiones de capital, sino que también podría extenderse a otros gastos 
(de personal, financieros, etc.) relacionados con la realización de la obra o la ampliación 
del servicio de que se trate. Como resultado de lo anterior, se desestimó el recurso y se 
condenó a la parte apelante al pago de las costas.

Por otro lado, en lo que se refiere a las novedades doctrinales que se han publicado 
sobre la materia en 2017, cabe dar cuenta del capítulo de J. M. Lago Montero, «Tasas 
y contribuciones especiales y patrimonio histórico y cultural», en F. Álvarez Arroyo 
(dir.), y M. D. Cebriá García (coord.), Haciendas locales y patrimonio histórico y cultu-
ral, Dykinson, Madrid, 2017, pp. 485-509.

2.  Otros ingresos

En cuanto a las novedades legislativas en este ámbito, se ha de volver a llamar la 
atención sobre la modificación operada en virtud de lo dispuesto en la DF 12 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en virtud de la cual 
se ha establecido un nuevo punto sexto en el art. 20 del TRLHL, creándose la figura de 
las «prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario» (vid. supra 1.2.2. Tasas 
por la prestación de servicios o realización de actividades públicas).

En lo referente a las novedades jurisprudenciales relativas a la materia, se ha de citar 
la STSJ de Castilla y León de 16 de enero de 2017 (rec. núm. 123/2016), en la que se 
resuelve el recurso contencioso-administrativo interpuesto por un sindicato contra el 
acuerdo del pleno de la Diputación de Salamanca por el que se aprobó la Ordenanza 
reguladora del precio público por la prestación de cursos de formación organizados por 
el Organismo Autónomo de Recaudación y Gestión Tributaria (REGTSA).

La recurrente alega en la demanda que el objeto de REGTSA es la gestión, liqui-
dación, recaudación e inspección de los tributos y no las actividades formativas. Por su 
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parte, la Diputación de Salamanca y REGTSA aducen que la impartición de los cursos 
se enmarca en la realización de servicios conexos o complementarios para mejorar la 
gestión tributaria. Sin embargo, tras examinar los estatutos del organismo autónomo, 
la Sala llega a la conclusión de que la actividad formativa externa no forma parte de las 
competencias de REGTSA. En primer lugar, porque dicha actividad no está incluida 
entre los fines genéricos del organismo autónomo y además no se ha justificado la co-
nexidad de la actividad formativa con las competencias específicamente atribuidas. En 
segundo lugar, toda vez que estos precios públicos no se exigían al personal interno sino 
a externos, la Sala no entiende la conveniencia de que REGTSA imparta formación 
a la ciudadanía en general y a funcionarios de otras Administraciones públicas tanto 
de España como de Iberoamérica, tal y como se sostenía en la memoria económica 
obrante en el expediente. En consecuencia con lo expuesto, se decidió estimar el recurso 
contencioso-administrativo, lo que conllevó la anulación de la Ordenanza impugnada y 
la imposición de costas a la Diputación Provincial de Salamanca.

Igualmente se ha de dar noticia de la STSJ de Madrid de 31 de octubre de 2017 (rec. 
núm. 219/2016), que resolvió el recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
una mercantil contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Madrid que modificaba 
otro anterior referido al establecimiento de precios públicos por la prestación de servi-
cios en centros deportivos y casas de baños.

La demandante, en su condición de concesionaria de obra pública y de explota-
ción de un complejo deportivo, impugna el acuerdo municipal por el que se reduce el 
importe de los precios a satisfacer por los usuarios de las instalaciones que explota. Sus 
pretensiones se fundan en la pretendida infracción del art. 26.2 de la Ley 8/1989, de 13 
de abril, de Tasas y Precios Públicos (así como de lo dispuesto en el art. 44 del TRLHL), 
al considerar que la memoria económico-financiera no incorpora ningún estudio que 
justifique el importe de las nuevas tarifas.

Dejando de lado una primera cuestión procesal relativa a la competencia del TSJ 
para enjuiciar el litigio, el fondo del asunto gravita en torno a la memoria económico-
financiera que, a juicio de la Sala, «resulta insuficiente a los efectos de consignar, con la 
debida precisión, el impacto económico que la rebaja de los precios públicos producirá 
en aquellos centros gestionados de forma indirecta» (FD 3.º). Para justificar su posición, 
el TSJ trae a colación varias SSTS relativas a la exigencia de memoria económico en el 
ámbito de las tasas, si bien, a su juicio, «su fundamentación jurídica es trasladable a es-
tos efectos a los precios públicos, al cumplir la misma función de garantía de equilibrio 
financiero en un caso y en otro» (FD 3.º in fine). En virtud de lo razonado, se estimó el 
recurso interpuesto y se declaró nulo de pleno derecho el acuerdo plenario, condenando 
a la parte demandada al pago de las costas.

Por último, en cuanto a las novedades doctrinales sobre la materia se ha de referir 
el siguiente trabajo: M. E. Sánchez López, «Entre tasas, precios públicos y tarifas», 
Quincena Fiscal, núm. 19, 2017, pp. 111-120; y A. Menéndez Moreno, «El carácter 
sinalagmático como criterio para diferenciar las distintas clases de tributos y los precios 
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público: análisis y consecuencias», en I. García-Ovies Sarandeses, J. Pedreira Me-
néndez y B. Sesma Sánchez (dirs.) y E. M. Cordero González (coord.), Conflictos 
actuales de derecho tributario: Homenaje a la profesora doctora Manuela Fernández Junque-
ra, Thomson Reuters-Aranzadi, Cizur Menor, 2017, pp. 149-171.

IV.  PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS EN EL ÁMBITO LOCAL

Durante el ejercicio 2017, se han modificado diversas normativas relativas a los pro-
cedimientos tributarios. Concretamente, debemos mencionar el Real Decreto 1070/2017, 
de 29 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento General de las actuaciones y los 
procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 
procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 
de julio, y el Real Decreto 1676/2009, de 13 de noviembre, por el que se regula el Consejo para 
la Defensa del Contribuyente; el Real Decreto 1071/2017, de 29 de diciembre, por el que se 
modifica el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 
29 de julio; el Real Decreto 1072/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el Regla-
mento general del régimen sancionador tributario, aprobado por el Real Decreto 2063/2004, 
de 15 de octubre; y el Real Decreto 1073/2017, de 29 de diciembre, por el que se modifica el 
Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 
13 de mayo. Además de las normas anteriormente mencionadas, debemos citar la Orden 
HFP/633/2017, de 28 de junio, por la que se aprueban los modelos de poderes inscribibles 
en el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado y en 
el registro electrónico de apoderamientos de las Entidades Locales y se establecen los sistemas 
de firma válidos para realizar los apoderamientos apud acta a través de medios electrónicos.

En el plano Catastral, a parte de la publicación de diversos convenios de colabo-
ración entre la Dirección General del Catastro y algunas entidades locales, debemos 
citar diversas resoluciones. En primer lugar, en relación con la organización del Catastro 
Inmobiliario, destaca el Real Decreto 769/2017, de 28 de julio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Función Pública y se modifica el 
Real Decreto 424/2016, de 11 de noviembre, por el que se establece la estructura orgánica 
básica de los departamentos ministeriales. Respecto del procedimiento de regularización 
catastral, debemos mencionar la Resolución de 11 de julio de 2017, de la Dirección Gene-
ral del Catastro, por la que se amplían los plazos previstos en las Resoluciones de 16 de febrero 
y 20 de diciembre de 2016, por las que se determinan municipios y periodo de aplicación 
del procedimiento de regularización catastral; y la Resolución de 22 de marzo de 2017, de la 
Dirección General del Catastro, por la que se amplía el plazo previsto en la de 17 de marzo de 
2016, por la que se determina el periodo de aplicación del procedimiento de regularización 
catastral en el municipio de Madrid.

La gestión catastral ha sido una temática bastante tratada durante el año 2017. 
En el plano jurisprudencial, debemos citar la STS de 17 de marzo de 2017 (rec. 
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núm. 257/2016) y la SAN de 17 de abril de 2017 (rec. núm. 390/2015) que analizan la 
problemática relativa a la titularidad catastral de un bien afecto a una concesión, una vez 
derogado el principio de prelación de la titularidad catastral del TRLCI. Asimismo, di-
versos estudios doctrinales han analizado aspectos relativos a la titularidad catastral. Nos 
referimos a R. Rivas Andrés, «La titularidad catastral como argumento para oponerse 
a las liquidaciones por reconocimiento de dominio», Revista jurídica de la Comunidad 
Valenciana: jurisprudencia seleccionada de la Comunidad Valenciana, núm. 64, 2017, 
pp. 57-76; y N. Teixidor Martínez, «El titular catastral de un bien inmueble expro-
piado sigue siendo el sujeto expropiado hasta el pago del justiprecio o el levantamiento 
del acta de ocupación: Análisis de la STSJ de Cataluña de 28 de julio de 2016 (rec. 
núm. 76/2013)», Estudios financieros. Revista de contabilidad y tributación: Comentarios, 
casos prácticos, núm. 407, 2017, pp. 219-224.

También en el plano catastral, la SAN de 17 de abril de 2017 (rec. núm. 390/2015) 
y la Resolución del TEAC de 14 de septiembre de 2017 (RG 1892/2013) cambian de 
criterio y admiten, de nuevo, la impugnación indirecta de las ponencias de valores 
al recurrir la asignación individual de valores. No obstante, limitan esa impugnación 
respecto de la concreta aplicación de la ponencia al bien inmueble valorado. Además, 
la Resolución del TEAC de 12 de diciembre de 2017 (RG 7586/2016) argumenta que la 
normativa diferencia la notificación del valor catastral de la puesta en conocimiento de 
la liquidación del IBI. Por ello, concluye que la puesta en conocimiento de la menciona-
da liquidación del IBI no puede considerarse un acto de notificación del valor catastral, 
pues dicha liquidación no tiene por objeto esa notificación y, además, el órgano que la 
ha llevado a cabo no es competente para notificar el valor catastral. En consecuencia, 
los nuevos valores catastrales no podrán surtir efecto hasta que no se produzca la notifi-
cación individual de los mismos.

Resulta de interés la STSJ de Castilla y León (sede en Burgos) de 7 de abril de 2017 
(rec. núm. 40/2016). En esta sentencia, el contribuyente ha logrado desvirtuar la pre-
sunción de veracidad de los datos catastrales, en relación con la calificación catastral de 
una finca de secano como regadío. Además, la STSJ de Andalucía (sede en Granada) de 31 
de enero de 2017 (rec. núm. 571/2012), determina que debe anularse una comprobación 
de valores realizada teniendo en cuenta un valor catastral que no había sido formalmen-
te notificado. Asimismo, la SAN, de 16 de diciembre de 2016 (rec. núm. 498/2015), 
argumenta que no se ha probado de manera efectiva que la presencia de amianto en la 
estructura de un bien inmueble constituya un factor determinante que provoque una 
reducción de su rentabilidad. Por ello, la sentencia referenciada concluye que no resulta 
de aplicación el coeficiente J, relativo a la depreciación funcional o adecuación, ya que 
no es aplicable a la dificultad de obtener un rendimiento económico considerado normal 
o tipo en su zona.

Por otro lado, según la Resolución del TEAC de 14 de septiembre de 2017 (RG 
6751/2016), ese tribunal no es competente para revisar la tasa de regularización catastral 
liquidada por una Gerencia Territorial. Los recursos contra la mencionada tasa recaen 
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los tribunales económico-administrativos regionales y, por cuantía, los mismos no son 
susceptibles de recurso de alzada. Además, debemos citar la STSJ de Madrid de 2 de 
febrero de 2017 (rec. núm. 905/2015), que establece que la rectificación de la superficie 
catastral de una finca, con posterioridad a la liquidación del IIVTNU, debe conllevar la 
modificación del valor catastral tomado en consideración para elaborar la misma. Esta 
sentencia ha sido objeto de análisis en N. Teixidor Martínez, «El valor catastral rectifi-
cado debe constituir la base imponible del IIVTNU [análisis de la STSJ de Madrid de 2 
de febrero de 2017 (rec. núm. 188/2016)]», Estudios financieros. Revista de contabilidad 
y tributación: Comentarios, casos prácticos, núm. 416, 2017, pp. 138-146. En esta línea, 
resulta de interés la Consulta vinculante de la DGT núm. V2722/2017, de 24 de octubre, 
que considera que no procede la rectificación del valor catastral reconocida dos meses 
después de la fecha de devengo del IIVTNU y con anterioridad a la práctica de esa li-
quidación. En este sentido, la DGT concluye que al ser la fecha de devengo anterior a 
la que se retrotraen los efectos de la alteración catastral, la misma no tiene incidencia en 
la liquidación del IIVTNU.

Diversos autores han estudiado aspectos interesantes que afectan al funcionamien-
to del Catastro Inmobiliario. Así, debemos destacar los trabajos de A. J. del Blanco 
García, «EI valor catastral de las viviendas con precio de venta limitado administrati-
vamente», Tributos locales, núm. 132, 2017, pp. 69-83; P. Rello López, «Obtención 
y tratamiento de datos catastrales públicos: estructura de la edificación en Zaragoza y 
análisis de densidad residencial en Delicias y Centro», CT: Catastro, núm. 89, 2017, 
pp. 53-82; C. de la Cierva Rodríguez de Rivas, «El análisis del tipo edificatorio 
como estrategia para la valoración territorial», CT: Catastro, núm. 89, 2017, pp. 83-
102; V. A. García Moreno, «La utilización del valor catastral como parámetro de 
cuantificación de la tasa por la utilización privativa o aprovechamiento especial del 
dominio público local», Carta tributaria. Revista de opinión, núm. 23, 2017, pp. 92-
95; N. Teixidor Martínez, «Las implicaciones de la Ley 13/2015 en la clasificación 
catastral del suelo, ¿fin del conflicto?», Estudios financieros. Revista de contabilidad y tri-
butación: Comentarios, casos prácticos, núm. 409, 2017, pp. 101-136; D. García Váz-
quez, «Repercusiones de la actualización de los valores catastrales», Inmueble: Revista 
del sector inmobiliario, núm. 169, 2017, pp. 60-62; A. González Pino, «La regulación 
del catastro y su proyección en las haciendas locales», Consultor de los ayuntamientos y 
de los juzgados: Revista técnica especializada en administración local y justicia municipal, 
núms. 15-16, 2017, pp. 1954-1964; P. Saborido Sánchez, «La protección del usua-
rio registral a través de la reforma de los principios registrales (Al hilo de la búsqueda 
de coordinación entre Registro y Catastro)», Revista de Derecho Civil, vol. 4, núm. 4, 
2017, pp. 87-122; M. R. Alonso Ibáñez, «Catastro, registro de la propiedad y suelo: 
acerca de la información integral e integrada de los datos registrales y catastrales», en 
J. C. Laguna de Paz, I. Sanz Rubiales, I. de los Mozos Touya y J. L. Martínez 
López-Muñiz (coords.), Derecho administrativo e integración europea: estudios en ho-
menaje al profesor José Luis Martínez López-Muñiz, vol. 2, t. 2, 2017, pp. 1147-1162; 
C. Alonso Peña y R. Fernández Gómez, «Validación catastral de representaciones 
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georreferenciadas: el Informe de Validación Gráfica», CT: Catastro, núm. 90, 2017, 
pp. 63-80; y L. M. de Eugenio Sánchez, «Los Sistemas de Información Geográfi-
ca (SIG) inducen a apreciaciones, valoraciones y conclusiones erróneas», Mapping, 
núm. 182, 2017, pp. 14-24.

Respecto de la gestión tributaria del IBI, así como su relación con la gestión catas-
tral, debemos destacar el trabajo de A. Delgado Mercé, «Las sanciones catastrales y 
tributarias en relación con el impuesto sobre bienes inmuebles: Necesidad de una refor-
ma urgente», Tributos locales, núm. 128, 2017, pp. 65-77.

Por otro lado, en el ámbito del IIVTNU, la Consulta vinculante de la DGT 
núm. V48/2017, de 22 de noviembre, analiza la prescripción del derecho a liquidar de 
nuevo el IIVTNU por la Administración, una vez anulada la liquidación del IIVTNU 
impugnada. En este sentido, la DGT determina que, dado que no han transcurrido más 
de cuatro años entre las actuaciones que interrumpen el plazo de prescripción, el derecho 
de la Administración a realizar una nueva liquidación no se halla prescrito. Asimismo, 
en caso de haber fallecido el sujeto pasivo, los sucesores del mismo tendrán derecho 
a la devolución de ingresos indebidos que corresponda. Por otro lado, respecto de la 
exención de la transmisión de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del 
mismo mediante un procedimiento de dación en pago para la cancelación de deudas 
garantizadas con la hipoteca que recaiga sobre la misma [art. 105.1.c) del TLRHL], la 
Consulta vinculante de la DGT núm. V2836/2017, de 2 de noviembre, trata de aclarar la 
interpretación de la vigencia de esta previsión, en relación con la mención relativa a los 
hechos imponibles anteriores a 1 de enero de 2014 no prescritos. La DGT interpreta 
que el plazo de prescripción de cuatro años (art. 66 de la Ley General Tributaria) se com-
puta desde la fecha de ingreso de la liquidación o autoliquidación del IIVTNU y, por 
tanto, la devolución de la cantidad ingresada puede solicitarse desde esa fecha y durante 
el mencionado periodo de cuatro años.

Otra resolución interesante es la Consulta de la DGT núm. V0510/2017, de 28 de fe-
brero, pone de manifiesto que los tributos locales extranjeros, a efectos de evitar la doble 
imposición, no reciben la consideración de impuestos de naturaleza análoga al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas. Concretamente, la mencionada resolución se refie-
re a los impuestos que gravan la propiedad y el disfrute de un inmueble en Francia (esto 
es, la taxe foncière y la taxe d’habitation), que son tributos locales.

Finalmente, en el plano doctrinal, debemos destacar los trabajos de N. Rojo, «Los 
fraccionamientos y aplazamientos de pago en el ámbito de las Haciendas locales», Tribu-
tos locales, núm. 131, 2017, pp. 97-127; Ó. del Amo Galán, «Beneficios fiscales en los 
tributos locales para la Iglesia Católica y otras confesiones religiosas», Carta tributaria. 
Revista de opinión, núm. 27, 2017; Ó. del Amo Galán, «Beneficios fiscales en los tri-
butos locales para los bienes integrantes del patrimonio histórico español», Carta tribu-
taria. Revista de opinión, núm. 26, 2017, pp. 44-49; M. T. Mories Jiménez, «Beneficios 
fiscales al patrimonio histórico español», International journal of scientific management 
and tourism, vol. 3, núm. 1, 2017, pp. 191-220; C. Banacloche Palao, «Exención de 
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las Universidades públicas en los tributos locales», Crónica tributaria, núm. 164, 2017, 
pp. 37-68; I. Rovira Ferrer, « Impuestos locales y parejas de hecho: problemas actuales 
a considerar», Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica: Nueva Época, 
núm. 8, 2017, pp. 116-127; y D. García Vázquez, «Tributos a pagar incluso cuando 
nos expropian un inmueble», Inmueble: Revista del sector inmobiliario, núm. 171, 2017, 
pp. 56-57.


